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PRESENTACIÓN
Dentro de las atribuciones constitucionales 
y legales, a la Defensoría del Pueblo le con-
cierne la promoción y defensa de los derechos 
humanos. Durante estos cuatro años, en de-
sarrollo de esta misionalidad, la Defensoría 
ha realizado un seguimiento a la situación de 
derechos humanos de la población que convi-
ve con la minería ilegal. En desarrollo de esta 
labor, se han identif icado grandes desafíos 
para la protección de derechos económicos, 
sociales y culturales de los actores que desa-
rrollan actividades de minería a pequeña esca-
la y minería artesanal en los territorios. 

La divergencia de roles y contextos en los que 
se ha desarrollado esta actividad económica 
dificulta el reconocimiento de otras dimen-
siones de la minería, distintas a la minería a 
gran escala y de los actores que participan en 
ellas. En estos contextos, se hace visible la ne-
cesidad de reconocer la otra cara de la minería, 
en donde la realidad supera los intentos nor-
mativos para abordar los problemas estructu-
rales de la población minera, en especial, las 
afectaciones de sus derechos por actividades 
económicas ilegales/criminales. 

En este marco, la Defensoría del Pueblo, a 
través de la Delegada para los Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, se propuso 
elaborar un análisis sobre el estado del arte 
contextual y normativo para el desarrollo de 
actividades mineras, y las realidades de la po-
blación minera, particularmente de los mine-
ros de la minería artesanal y a pequeña escala 
(en adelante, MAPE) y la incidencia de la mi-
nería ilegal en el desarrollo de las actividades 
de dicha población. Para ello, se implementó 
una metodología de investigación cualitativa 
para la identificación de derechos económi-
cos, sociales y culturales afectados en la po-
blación minera, principalmente, en relación 

con la minería ilegal. Para ello, se realizó una 
revisión de fuentes secundarias de informa-
ción, entrevistas, información de campo de 
las defensorías regionales, normas jurídicas y 
decisiones judiciales, estudios de organizacio-
nes de sociedad civil, de centros o institucio-
nes de derechos humanos, entre otras.

Como resultado, este informe propone una 
forma de repensar al Estado en su aproxima-
ción a la actividad minera desde una perspec-
tiva de derechos humanos, es decir, poner en 
el centro a la población minera, más allá su 
valor productivo. Esto implica entender las 
problemáticas estructurales de base o preexis-
tentes en los territorios en donde se desarro-
lla esta actividad, así como reconocer y hacer 
partícipes a todos los actores involucrados 
(empresas, entidades estatales, actores arma-
dos, comunidades étnicas, organizaciones de 
la sociedad civil, entre otros). 

Esta propuesta se desarrolla en seis (6) mo-
mentos: i) el análisis de las caras de la minería 
para abordar el contexto del sector minero 
en Colombia, priorizando algunos departa-
mentos; ii) el marco normativo y judicial del 
sector minero en Colombia; iii) análisis de los 
que el autor nombra como “dimensiones de 
la minería”; iv) estudio de los conflictos aso-
ciados a la ilegalidad en el desarrollo de acti-
vidades mineras: la otra cara de la minería; v) 
implicaciones de la minería ilegal en la MAPE 
y sus impactos a nivel económico, social y po-
lítico; y vi) el análisis de los impactos que la 
minería ilegal y el contexto que la rodea ha ge-
nerado en los derechos económicos, sociales y 
culturales de la población.

Carlos Camargo Assis
Defensor del Pueblo de Colombia
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INTRODUCCIÓN
Existe una creciente demanda de recursos 
mineros en el mundo que puede atribuirse 
a múltiples causas, como la necesidad de mi-
nerales críticos para la transición energética, 
o el aumento del precio de minerales estraté-
gicos por la guerra entre Ucrania y Rusia, o al 
nuevo máximo histórico del precio del oro en 
el 2023, que lo sitúa por encima de los 2.100 
dólares la onza, pues se considera un activo 
refugio en tiempos de incertidumbre econó-
mica. Estas y otras situaciones han generado 
un aumento en los niveles de explotación en 
los territorios o países con depósitos de mi-
nerales. Así, los depósitos que se encuentran 
ubicados en países latinoamericanos tienen 
una gran importancia para sus economías, 
ya que dependen de la exportación de mine-
rales. Por ejemplo, en Colombia, para 2022, 
tuvo una cifra récord de 20.387 millones de 
dólares en la exportación de la extracción de 
oro, carbón, cobre, coltán, magnesio, cobre, 
níquel, potasio, hierro, uranio y otros meta-
les y minerales, con una participación del 3 
% en el PIB nacional, debido a pago de rega-
lías, compensaciones y el canon superficiario. 
Adicionalmente, con aportes fiscales como 
renta, impuesto al oro, sobretasa al carbón y 
demás tasas y contribuciones de orden nacio-
nal, departamental y municipal.

Sin embargo, estas cifras e impactos económi-
cos positivos, a lo largo de la historia de Co-
lombia, tienen varias caras que se configuran 
por perspectivas de formalidad, legalidad y 
desarrollo económico a nivel local, nacional 
e internacional, y se contraponen a las reali-
dades y problemáticas de criminalidad, a las 
cosmovisiones ancestrales y a la economía de 
subsistencia. Dos caras de la minería, donde 
participan actores de diversas condiciones y 
asimetrías de poder: empresas trasnacionales, 
grupos armados no estatales, comunidades 

étnicas, delincuencia organizada, medianos y 
pequeños mineros, entre muchos otros. Este 
complejo escenario de la minería colombiana 
requiere respuestas holísticas del Estado que 
piensen en sus distintos y antagónicos con-
textos: formalidad/informalidad; criminali-
dad/sostenibilidad; ancestral y subsistencia/
industrial o gran escala, cada una genera ten-
siones y disparidades en los esfuerzos estatales 
de regulación, de formulación de políticas 
públicas, de implementación de mecanismos 
de vigilancia y control, etc. 

Desafortunadamente, en los más de 30 años 
de vida de la Constitución, muchas iniciati-
vas de los diferentes gobiernos para el sector 
minero se han caracterizado por la ausencia 
de un diagnóstico riguroso y profundo de los 
diversos contextos, de los métodos de explo-
ración y extracción, de los subsectores mine-
ros, de los grupos sociales que participan en la 
minería, así como del ciclo de la mina, lo que 
impide un reconocimiento de los problemas 
y una imposición de respuestas insuficientes, 
parciales o alejadas a los problemas de estas 
caras de la actividad minera. Y es más grave 
cuando las medidas institucionales económi-
cas (presupuestales y tributarias) y regulato-
rias se concentran en una única cara: la gran 
minería, priorizando la inversión extranjera 
directa, la práctica extractiva formal e indus-
trializada y con procesos de formalización 
que, en su mayoría, son un simple mecanis-
mo administrativo de verificación del cumpli-
miento de requisitos, los cuales desconocen o 
no obedecen a otras realidades del territorio 
minero. En el actual Plan Único de Legali-
zación y Formalización Minera, el propio 
Gobierno nacional reconoce esta realidad, al 
señalar que: “los esfuerzos adelantados hasta 
el momento han sido efectivos solo parcial-
mente. De manera que, la pequeña minería 
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requiere la articulación de acciones dirigidas 
al reconocimiento y amparo diferenciado de 
esa actividad, así como de los sujetos que la 
ejercen y de las prácticas culturales y sociales 
asociadas a la misma” (Ministerio de Minas y 
Energía, 2022).

Precisamente por ello, la existencia y desarro-
llo de la minería artesanal y a pequeña escala 
ha tardado un largo tiempo en ser reconocida 
como una actividad de subsistencia y de tra-
dición cultural para las comunidades étnicas 
o el minero tradicional que la practican, pero, 
aun hoy, no se entienden sus complejidades 
y realidades. Esto explica por qué se adoptan 
estrategias de grupos poblacionales mineros 
como campos de maniobra, acción y parti-
cipación propios, con la pretensión de con-
trarrestar los modelos económicos y regula-
torios de desarrollo impuestos por el Estado, 
y así ajustarlos a su contexto territorial, en 
búsqueda de reconocimiento y legitimidad 
(Blandón, 2022). 

De ser un grupo invisible, desafortunada-
mente, la MAPE ha adquirido una conno-
tación negativa en los últimos años, pues 
ha sido asociada con las actividades ilegales 
que se desarrolla por grupos armados o de-
lincuencia organizada. Al mismo tiempo, 
esta imagen negativa de actividades mine-
ras realizadas por parte de los llamados mi-
neros de subsistencia, mineros artesanales 
o ancestrales, genera marginación, discri-

minación y desprotección de sus derechos 
económicos, sociales y culturales. En este 
sentido, el Gobierno nacional reconoce 
que: “...conviene señalar la desconfianza de 
esa población [la MAPE] sobre el trato que 
puede encontrar en algunas instituciones, o 
en algunos de sus integrantes, que insisten 
en someterlos al tratamiento de ilegalidad 
y, con ello, desconocer las particularidades 
que han propiciado su informalidad” (Mi-
nisterio de Minas y Energía, 2022).

A estos problemas se suma la desarticulación 
normativa e institucional a nivel nacional y 
territorial para atender las necesidades bási-
cas de los grupos o población más vulnerable 
que rodea las actividades mineras, como ni-
ños, niñas y adolescentes, víctimas del con-
flicto, adultos mayores, etc. y concentra la 
intervención estatal en reducir o erradicar la 
minería que se desarrolla por fuera del mar-
co regulatorio establecido. Más grave resulta 
desconocer o no entender el impacto del con-
flicto armado colombiano y el narcotráfico 
en las actividades mineras. Las dinámicas de 
violencia, desplazamiento forzado, recluta-
miento de menores, secuestro y disputas por 
el control territorial, exacerban los riesgos e 
impactos en los derechos humanos y liberta-
des fundamentales a los que está expuesta la 
población minera. 



12

DEFENSORÍA DEL PUEBLO 



13

SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LA POBLACIÓN MINERA COLOMBIANA

1. CONTEXTO DEL SECTOR MINERO 
EN COLOMBIA. ANÁLISIS DE LAS 
CARAS DE LA MINERÍA 
Es necesario reconocer que, al menos duran-
te dos milenios, los procesos de extracción y 
excavación de minerales fueron desarrollados 
por saberes o prácticas ancestrales precolom-
binas, con los pueblos originarios como re-
colectores de minerales preciosos que luego 
transformaban en ofrendas y adornos cor-
porales mediante técnicas ancestrales de orfe-
brería (Plazas de Nieto y Falchetti de Sáenz, 
1978). Las dinámicas de asentamiento de los 
españoles obedecieron, en su mayoría, a los 
depósitos mineros durante la Nueva Grana-
da, posteriormente, como lo relata Poveda 
(2002) en su libro La minería colonial y repu-
blicana. Cinco siglos de variantes y desarro-
llos, el oro fue, también, el principal produc-
to de exportación durante el siglo XIX y que, 
junto la plata y el platino, atrajo casi desde el 
comienzo de la República a los inversionistas 
extranjeros que trajeron capital y tecnología.

No cabe duda de que esta historia caracteriza 
a Colombia como un país de tradición minera 

y trasciende el discurso institucional, lo cual, 
de cierta forma, explica por qué en el imagina-
rio estatal de los diferentes gobiernos colom-
bianos se concibe al sector minero-energético 
como el motor del desarrollo económico del 
país. También explica las discusiones que, en 
ese contexto, se han suscitado respecto de las 
implicaciones ambientales, culturales, eco-
nómicas y sociales que la ejecución de acti-
vidades extractivas puede tener sobre ciertas 
comunidades y ecosistemas.

A lo largo del territorio colombiano hay dis-
tintas regiones en las que se concentran las ac-
tividades mineras. Entre estas se destacan los 
departamentos de la Guajira, el Cesar, Cór-
doba, Chocó y el Cauca (ver figura 1). De he-
cho, en el año 2022, el PIB minero ascendió 
a USD 4333 millones, correspondientes al 
1,22% del PIB total, y los departamentos con 
mayor participación en el PIB minero son La 
Guajira, Cesar, Chocó, Córdoba y el Cauca. 
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Figura 1. Participación en el PIB minero por departamentos

Nota. Tomado de ACM, 2023.

En el 2022, el recaudo de regalías y contraprestaciones ascendió a USD 1.867,26 millones 
(ANM, 2023). Dentro de los minerales explotados que se asocian al pago de regalías, se desta-
can el carbón, el hierro, el níquel, el oro, la plata, el platino y el cobre (figura 2).
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Figura 2. Recaudo de regalías a partir de la actividad minera

Nota. Tomado de Agencia Nacional de Minería (ANM), 2023a.

Colombia posee las mayores reservas de carbón en Latinoamérica, lo que lo ubica entre el 
cuarto y sexto exportador de carbón en el mundo con el 4,45% (ANM, 2019). De hecho, 
la explotación de carbón ha sido la que mayor aporte ha tenido en las regalías durante los 
últimos 10 años, con un total de $2.565.576.81 millones para el 2022, seguido del oro y el 
níquel, como se muestra en la figura 3. Para el primer trimestre de 2023, se reporta un total 
de 12.212.514 toneladas de carbón extraído asociado con el pago de regalías, de los cuales, los 
mayores volúmenes se extraen en el Cesar (7.932.449 toneladas) y en La Guajira (3.737.298 
toneladas) (ANM, 2023c).

Figura 3. Aporte en las regalías por mineral

Nota. Extraído de UPME, 2022.
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Por otra parte, el sector minero alcanzó la mayor cifra de exportaciones de minerales en 2022, 
que ascendió a USD 16.601 millones - FOB, superando en un 52 % las cifras de 2021. Dentro 
de los principales productos de exportación se encuentran el carbón térmico, el oro, el coque 
de carbón, el ferroníquel y el carbón metalúrgico (ANM, 2023ª). En el 2022, el sector minero 
representó el 9,3 % de la Inversión Extranjera Directa (IED) a nivel nacional, alcanzando USD 
1.590 millones. A su vez, representó el 4 % del presupuesto de explotación de Latinoamérica, 
es decir, cerca de USD 130 millones. 

En materia de titulación minera, según cifras con corte a agosto de 2023, existen aproximada-
mente 7182 títulos mineros vigentes en Colombia, que corresponden a 2,81 % del territorio 
nacional (figura 4). De estos, 5440 se encuentran en etapa de exploración, 1073 en explota-
ción, 287 en construcción y montaje y uno en evaluación técnica anticipada (ANM, 2023ª).

Figura 4. Titulación minera en el territorio nacional

Nota. Tomado de (ANM, 2023).

A partir de la actividad minera, se abarcan 312 tipos de mineral, siendo los más explotados 
aquellos destinados a la construcción, seguido del oro y otros metales preciosos, el carbón, 
calizas y otros minerales (ANM, 2023ª) (ver figura 5).
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Figura 5 . Tipos de minerales y metales extraídos en Colombia

Nota. Elaboración propia con base en datos de la ANM.

Estos títulos se han otorgado a través de diferentes modalidades, principalmente contratos de 
concesión, autorizaciones temporales, licencias de explotación y contratos en virtud de apor-
tes (ANM, 2023a). De hecho, existen títulos de proyectos mineros en 30 de los 32 departa-
mentos, de los cuales el 22 % de las áreas otorgadas para proyectos de exploración o explotación 
minera son de competencia de la Gobernación de Antioquia (ver tabla).

Tabla 1. Títulos de proyectos mineros

PUNTO DE ATENCIÓN 
REGIONAL O COMPETENCIA TITULOS ÁREA

PAR NOBSA 17% 6%

PAR BOGOTA 16% 7%

GOB. ANTIOQUIA 16% 22%

PAR IBAGUE 8% 9%

PAR CUCUTA 8% 4%

PAR BUCARAMANGA 7% 6%

PAR CARTAGENA 6% 10%

PAR MANIZALES 5% 3%

PAR CALI 5% 9%

PAR VALLEDUPAR 5% 10%

PAR MEDELLIN 2% 4%

PAR PASTO 2% 2%

PAR QUIBDO 2% 6%

TOTAL % 100% 100%

TOTAL UNIDADES 9.602 TITULOS 5,186.076 HA

Nota. Tomado de ANM, 2023c.
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En términos de empleo, durante el 2022, el 
sector minero generó 282.000 empleos direc-
tos y, en cumplimiento de la normativa labo-
ral, cerca del 60 % de la contratación directa 
corresponde a mano de obra local. Según la 
OIT y el DANE, en Colombia hay cerca de 
200.000 mineros, de los cuales, aproximada-
mente el 70 % se dedican a la minería “ilegal” 
(Mongabay, 2023). Y, de acuerdo con cifras 
de Fedesarrollo, los trabajadores de minería de 
oro se concentran en Antioquia (47 %), Bolí-
var (30 %), Chocó (19 %), entre otros.

Desde el 2003, el valor de la producción del 
sector minero tuvo un aumento de 45,5 a 
74,4 miles de millones de pesos. Ese incre-
mento se vio reflejado en el aporte del sector al 
PIB nacional, así como en otros aspectos que 
reflejan un importante crecimiento económi-
co (Cárdenas, 2008). Dentro de otros impac-
tos positivos del sector minero se destaca el 
aumento de los flujos de inversión extranjera 

y de exportaciones, así como los encadena-
mientos productivos, pues por cada peso que 
se invierte en minería, se generan 2,44 pesos 
adicionales en otros sectores de la economía, 
como el transporte (33 %), la industria (19 %) 
y los servicios (16 %) (ACM, 2023). 

La minería es uno de los sectores que se ha 
beneficiado de la transferencia de tecnolo-
gías de producción limpias para lograr una 
mejor gestión ambiental, especialmente 
para la producción de materiales aluviales 
como el oro (Polo Bornachera, K, López, 
D & Henríquez, A., 2020), especialmente, 
para proyectos de gran minería. Así mismo, 
el sector lidera la implementación de progra-
mas de energía circular, energías limpias, efi-
ciencia energética y reducción de emisiones, 
a través de la inversión de aproximadamente 
$1,9 billones de pesos en los últimos cuatro 
(4) años (ACM, 2023).
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1.1 Minería Artesanal y en 
Pequeña Escala (MAPE)
Se trata de un término que define un amplio 
espectro de actividades, desde la minería arte-
sanal, la minería de subsistencia, hasta la mi-
nería a pequeña escala, que cubre una mayor 
cantidad de actores de distinta naturaleza y es 
generalmente más mecanizada (IIED, 2002). 
Sin embargo, a pesar de las definiciones que 
se han esbozado a nivel nacional de la minería 
artesanal, pequeña minería y minería de sub-
sistencia, estas no logran abarcar por comple-
to la diversidad e implicaciones de la MAPE y 
los actores que intervienen en esta, pues son 
definiciones que delimitadas por elementos 
como el volumen de metal o mineral extraído 
y los métodos utilizados para su desarrollo. 
Por ello, no existe una claridad en los elemen-
tos que definen o delimitan, por una parte, a 
la minería artesanal, y por otra a la minería de 
pequeña escala. Por lo tanto, históricamente 
se ha hecho uso de la expresión MAPE, para 
referirse a ambas de manera indistinta, en 
contraposición a la gran minería (Alianza por 
la Minería Responsable & Fairmined, 2015). 

Algunos definen la MAPE como las activi-
dades de explotación minera con escasa tec-
nificación y mecanización y bajos márgenes 
de producción por yacimiento (Urán, 2013), 
que se lleva a cabo por medio de herramien-
tas manuales, de forma semi mecanizada 
(Defensoría del Pueblo, 2016). Sin embargo, 
vale la pena aclarar que hay una diferencia 
entre pequeña minería y minería artesanal: 
la primera usualmente es definida por la le-
gislación nacional a partir de criterios como 
el volumen de producción y el área otorgada 
en concesión; y la minería artesanal tiene ele-

mentos propios, partiendo de la amplia gama 
de actividades mineras y de procesamiento 
de minerales que abarca, como una actividad 
tradicional, de subsistencia y que desarrolla 
con base en el instinto (Alianza por la Mine-
ría Responsable & Fairmined, 2015) a partir 
de técnicas o métodos de explotación de mina 
como el de agua corrida, guache, hoyadero, 
mazamorreo o barequeo y zambullidero (De-
fensoría del Pueblo, 2016). 

En el intento por regular las actividades mi-
neras, especialmente por contrarrestar la 
minería ilegal, la normativa nacional define 
algunas de las actividades que integran la 
MAPE. Por ejemplo, el artículo 1 del Decre-
to 276 de 2015 y la Ley 685 de 2001, definen 
el barequeo como la “actividad popular de 
los habitantes de terrenos aluviales actuales, 
que se contrae al lavado de arenas por medios 
manuales sin ninguna ayuda de maquinaria 
o medios mecánicos, con el objeto de separar 
y recoger metales preciosos contenidos en di-
chas arenas; y que igualmente permite la re-
colección de piedras preciosas y semipreciosas 
por medios similares a los aquí descritos (…)”. 
Otro ejemplo, es la definición de los chatarre-
ros como “la persona natural que se dedica a 
la actividad manual de recolección de mineral 
con contenido de metales preciosos presente 
en los desechos de las explotaciones mineras”. 

De la misma manera, el Decreto 1666 de 
2016, define la minería de subsistencia en su 
artículo 2.2.5.1.5.3. como “la actividad mi-
nera desarrollada por personas naturales o 
grupo de personas que se dedican a la extrac-
ción y recolección, a cielo abierto, de arenas 
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y gravas de río destinadas a la industria de la construcción, arcillas, metales preciosos. piedras 
preciosas y semipreciosas, por medios y herramientas manuales, sin la utilización de ningún 
tipo de equipo mecanizado o maquinaria para su arranque”. En el mismo sentido, la Ley 1955 
de 2019, que aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, establece los requisitos para 
el desarrollo de la minería de subsistencia, como lo es la inscripción en la Alcaldía del muni-
cipio en donde realicen la actividad minera. También determina los métodos en los que se 
entiende que el desarrollo de la minería es de subsistencia, señalando la ausencia de actividades 
subterráneas, uso de maquinaria o explosivos, así como, el límite en el volumen de la produc-
ción, establecido por el Ministerio de Minas y Energía (establecido en la Resolución 40103 de 
2017), como se muestra en la tabla. 

Tabla 2. Desarrollo de la minería

Minerales y/o 
materiales Valor promedio mensual Valor máximo de 

producción anual

Metales preciosos 
(oro, plata, platino) 35 gramos (g) 420 gramos (g)

Arenas y gravas de río 
(destinados a la indus-
tria de la construcción)

120 metros cúbicos (m3) 1440 metros cú-
bicos (m3)

Arcillas 80 toneladas (ton) 960 toneladas (ton)

Piedras precio-
sas: esmeralda 50 quilates  600 quilates

Piedras precio-
sas: morrallas 1000 quilates 12000 quilates

Piedras semipreciosas 1000 quilates 12000 quilates

Nota. Elaboración propia

La definición de la MAPE ofrecida por la OCDE en la construcción de las guías de debida 
diligencia en derechos humanos (2013), alude a “operaciones mineras formales o informales 
con formas predominantemente simplificadas de exploración, extracción, procesamiento y 
transporte”. De esta manera, incluye una noción para diferenciar entre la formalidad e infor-
malidad en la que se puede ejercer esta actividad, así como elementos como la baja intensidad 
de capital y alta intensidad de mano de obra (Alianza por la Minería Responsable & Fairmi-
ned, 2015). En ese sentido, distinguen cinco (5) tipos de minería al interior de la MAPE:

•	 Minería artesanal y de pequeña escala permanente, ancestral o tradicional: se refiere 
al desarrollo de la actividad de tiempo completo, que usualmente involucra a las comunida-
des mineras tradicionales y ancestrales en desarrollo de esta actividad como única fuente de 
sustento. No emplea productos químicos para separar el oro, sino técnicas para recoger gra-
va de las riberas durante el verano. Durante el invierno, generalmente la mujer se sumerge 
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al fondo del afluente para recoger grava con 
oro y platino en su sartén (Clasco, 2015). 
Dentro de esta, se identifica una subclasi-
ficación, que corresponde a la minería ar-
tesanal de subsistencia, que es aquella que 
se realiza impulsada por condiciones de 
pobreza, usualmente en contextos de con-
flicto o ante la exposición a desastres natu-
rales (Alianza por la Minería Responsable 
& Fairmined, 2015).

•	 Minería ancestral de pequeña escala: 
aplican técnicas artesanales, pero también 
el uso de trituradoras, molinos y cedazos 
mecánicos. No emplean productos quí-
micos tóxicos para su realización (Clasco, 
2015). 

•	 Minería artesanal y de pequeña escala 
estacional: se refiere al desarrollo de la ac-
tividad con ocasión a la migración estacio-
nal de personas a zonas mineras.

•	 Minería artesanal y de pequeña escala 
de “fiebre de oro”: se produce una migra-
ción masiva a zonas mineras, como resul-
tado de la precepción de oportunidades de 
mayores ingresos.

•	 Minería mecanizada de pequeña escala: 
emplea maquinaria pesada de campamen-
tos mineros improvisados, como retroex-
cavadoras y dragas que mueven grandes 
tramos de tierra en los afluentes. Se emplea 
mercurio para separar el oro de los resi-
duos, que luego son arrojados al río. Este 
tipo de minería usualmente es “protegida”, 
controlada o de propiedad de grupos arma-
dos ilegales (Clasco, 2015). 

Para la ejecución de la minería artesanal, 
usualmente se desarrollan cadenas producti-
vas simples compuestas principalmente por 
miembros de la comunidad, particularmente 
mujeres, quienes tradicionalmente realizan 

esta actividad para el sustento de sus grupos 
familiares, ya sea de forma individual o en or-
ganizaciones asociativas, microempresas o 
como parte de sus actividades productivas tra-
dicionales de subsistencia (Mesa de la Sociedad 
Civil para la Transparencia en las Industrias 
Extractivas & Fundación Atabaque, 2022). La 
MAPE tiene una larga tradición y configura 
un elemento clave en la cultura e identidad de 
comunidades étnicas y afrodescendientes. De 
hecho, en el 2021, la minería artesanal ances-
tral (Miaa) de metales preciosos fue reconoci-
da como patrimonio cultural inmaterial. Para 
las comunidades étnicas, existe una conexión 
que se materializa en valores y creencias gene-
radas por vínculos con la tierra, el río, la acti-
vidad en sí misma y el grupo familiar (Mesa de 
la Sociedad Civil para la Transparencia en las 
Industrias Extractivas & Fundación Ataba-
que, 2022), así lo reflejan los niños y niñas que 
aprenden a batear desde edades tempranas, 
como parte de una forma de autodetermina-
ción y de transmisión de la identidad afro (El 
País & Cisneros, 2022).

Esta actividad ha sido de gran importancia para 
el desarrollo económico y social de múltiples 
regiones de Colombia, particularmente en te-
rritorios en donde hay escasa presencia estatal 
y cuyas fuentes de producción y economía son 
limitadas (Pantoja Timarán, F. & Pantoja Ba-
rrios, S., 2016). En consecuencia, la MAPE se ha 
convertido en la fuente de sustento de familias y 
comunidades rurales con altos índices de pobre-
za, que derivan en la realización de dicha activi-
dad de manera informal. Algunos factores que 
influyen en la informalidad de la MAPE tienen 
que ver con el desconocimiento de la importan-
cia de dicha actividad para las comunidades, lo 
que ha resultado en normativas y procesos que 
no corresponden a las realidades locales y que 
imposibilitan su cumplimiento (Mesa de la So-
ciedad Civil para la Transparencia en las Indus-
trias Extractivas & Fundación Atabaque, 2022). 
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De hecho, en el plano regional y local, la producción minera genera encadenamientos pro-
ductivos y expectativas de empleo, trasciende incluso al cambio en las dinámicas de uso del 
territorio y recursos naturales, además de los impuestos y contribuciones a la economía a 
nivel subnacional (Creer, 2016). En el ámbito nacional, entre 2017 y 2022, la mitad de la 
producción de oro proviene de la minería de subsistencia, específicamente, 45,2 % proviene 
de barequeros y 45 % de títulos mineros (Undoc, 2022). Y, actualmente, la pequeña minería 
representa aproximadamente el 57,8 % de los títulos mineros existentes en el país, muchos de 
ellos como resultado de programas de legalización y formalización.

Figura 6. Estado de la formalización minera por departamentos

Nota. Undoc, 2022, pág. 40.

A pesar de lo anterior, la importancia de la minería para la economía del país va más allá de la 
existencia o no de un título minero, pues existen unidades productivas que no tienen título, 
que generan empleo y brindan medios de vida y subsistencia a muchas personas. Empero, 
como se desarrollará ampliamente en el acápite 4, desde el 2010, los gobiernos nacionales le 
han apostado a la formalización minera como la principal estrategia para combatir la ilegalidad 
en las actividades extractivas y, por ende, a los impactos socioeconómicos y culturales que esta 
genera. Esta estrategia institucional también se ha caracterizado por la ausencia de un enfoque 
diferencial y de derechos humanos, lo que ha tenido como consecuencia la derogación de las 
dos primeras leyes de formalización minera, debido a vacíos en su implementación, incluyen-
do la ausencia de consultas previas a las comunidades étnicas. 

Además de la falta de garantías de participación de comunidades étnicas y un gran porcen-
taje de la población minera en condiciones de informalidad, la ausencia de análisis previos, 
de criterios y estrategias que permitan discernir y diferenciar a los mineros informales de las 
actividades mineras ilegales, produce la estigmatización y marginación de quienes practican 



25

SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LA POBLACIÓN MINERA COLOMBIANA

la MAPE. En definitiva, los instrumentos 
normativos y de políticas públicas para la 
“erradicación” de la minería ilegal terminan 
siendo poco efectivos en la práctica, suma-
do a la presencia y control territorial ejercido 

por numerosos grupos armados o criminales, 
como las Bacrim, que generan impactos sobre 
los derechos económicos, sociales y culturales 
de esta población. 

1.2 Minería ilegal
En el marco de la política minera nacional 
de 2023 denominada “Una nueva visión de 
la minería en Colombia”, se identifican diez 
(10) problemáticas asociadas a la actividad 
la explotación no autorizada e ilícita de mi-
nerales que han incrementado los conflictos 
territoriales y ha provocado que no se logre 
realizar la validación eficiente del recaudo 
de las regalías producto de la explotación y 
aprovechamiento del recurso ni tampoco 
que se logre conocer y cuantificar la produc-
ción minera proveniente de “actividades no 
autorizadas” e ilícitas. 

Desde el 2017, el viceministerio de Minas ha 
ejecutado iniciativas conjuntas con la Ofici-
na de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito (Undoc), con el propósito de apor-
tar información del territorio, sus variables, 
población aledaña y otros aspectos relevan-
tes para la formulación de política pública. 
Como resultado, se diseñó un modelo para 
la detección de “evidencias de explotación de 
oro de aluvión” (EVOA) y se generó la línea 
base geográfica de este fenómeno con uso de 
maquinaria en tierra para el territorio nacio-
nal, obteniendo información de carácter es-
pacial con enfoque territorial que soporta el 
análisis de diferentes dimensiones de la explo-
tación de oro, autorizada, no autorizada y en 
procesos de formalización. 

Así, el informe EVOA del 2021, evidencia 
otra cara del contexto que se encuentra en 
las cifras de la minería ilegal por regiones, en 
particular, se determina que 65 % de la ex-

plotación de oro de aluvión en Colombia se 
encuentra en la categoría de “explotación no 
autorizada”, ya que no cuentan con los per-
misos técnicos y/o ambientales requeridos ni 
se encuentran en la categoría de “en tránsito a 
la legalidad”, así pues, se identificó que en esta 
categoría existen unas 98.567 hectáreas que 
se concentran en tres departamentos: An-
tioquia, Chocó y Bolívar, sumando un 87 % 
del total nacional; el 50 % se encuentra en las 
zonas excluibles de minería o protegidas am-
bientalmente y el 44 % se localizan en tierras 
de las comunidades negras.

Aunque no existe una definición unificada 
aceptada universalmente de “minería ilegal”, 
pues lo que existe son aproximaciones jurídi-
co-normativas, según la Guía sobre buenas 
prácticas legislativas en respuesta a la mine-
ría ilegal y el tráfico de metales y minerales de  
la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (Unodc) de 2023, el térmi-
no se refiere a la actividad minera que: a) es 
llevada a cabo por una persona, física o jurí-
dica, o un grupo de personas sin cumplir los 
requisitos de la legislación o los reglamentos 
administrativos aplicables que rigen esas acti-
vidades; o b) se lleva a cabo en zonas en las que 
está prohibido realizar tales actividades o uti-
lizando equipo, artefactos o sustancias quími-
cas prohibidos. En ese sentido, se hace nece-
sario distinguir entre la minería “informal” y 
la minería “ilegal”, más allá de una definición 
literal, especialmente atendiendo a los desa-
rrollos e interpretaciones que ha realizado la 
Corte Constitucional colombiana en la ma-
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teria, como se desarrolla más adelante. Dicho 
de otra manera, se requiere realizar un análisis 
estructural del contexto, las particularidades 
y los actores involucrados en cada escenario. 

Respecto a la primera parte de la definición, 
la actividad minera se realiza en lugares per-
mitidos, pero sin una licencia formal, sin 
supervisión del Estado y que comúnmente 
obedece a tradiciones o legados familiares 
en determinados territorios, como actividad 
de subsistencia de comunidades étnicas, co-
múnmente se equipara a la MAPE (Fuentes 
López, H.; Ferrucho Parra C. & Martínez 
González, W., 2021). La segunda parte es 
aquella que se resiste a los propósitos de for-
malización y legalización que fundamentan 
la realización de dicha actividad, y que se de-
sarrolla en lugares prohibidos y protegidos 
por el Estado, a través de métodos al margen 
de la regulación técnica y socioambiental es-

pecífica para el sector. La noción de ilegali-
dad se genera principalmente por la evasión 
de cargas tributarias como principal aporte 
al desarrollo económico, así como por el 
incumplimiento de normas que regulan la 
actividad, desde el licenciamiento ambiental 
hasta la generación de impactos sobre los de-
rechos humanos y el medio ambiente (Fuen-
tes López, H.; Ferrucho Parra C. & Martínez 
González, W., 2021).

Con independencia del alcance de la noción, 
en los últimos dos años, esta cara de la minería 
ha irradiado gran parte del territorio colom-
biano, al pasar de tres a siete departamentos 
en donde históricamente se ha desarrollado la 
actividad, y en donde convergen problemáti-
cas derivadas de la diversidad étnica, cultural, 
geográfica y socioeconómica propia de cada 
región, como se analiza a continuación:

a. Córdoba 
De acuerdo con el Sistema de Monitoreo 
Antinarcóticos de la Policía (Sima), en el De-
partamento la actividad minera aurífera se 
extiende sobre alrededor de 5.291 hectáreas, 
que corresponde al 5 % de la detección nacio-
nal (figura 7). Desde el auge de la minería de 
oro, el sur del departamento de Córdoba ha 
sido uno de los territorios con mayores afec-
taciones por la ilegalidad, especialmente en 
los municipios de Ayapel (que corresponde 
al 89,2 % del volumen total de oro extraído 
en el departamento), Puerto Libertador, San 
José de Uré y Montelíbano. Esto se suma e 
incide a la vez en los niveles de pobreza del 

departamento, que registra un Índice de Po-
breza Multidimensional (IPM) de 26,9 %, de 
los cuales el 38 % corresponde a zonas rurales 
(DANE, 2023). Esto, ha generado afectacio-
nes, no solo sobre el medio ambiente, sino so-
bre la salida de las poblaciones que hacen par-
te de la zona de influencia de la explotación 
minera (Restrepo, L. et al., 2017).
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En esta zona confluyen grandes proyectos 
extractivos, presencia de cultivos de uso ilíci-
to, rutas de narcotráfico y minería ilegal por 
parte de distintos actores con intereses con-
trapuestos. Por lo tanto, es una de las regiones 
del país en donde los grupos armados al mar-
gen de la ley han tenido una mayor presencia, 
pues es un lugar estratégico para ejercer el 
control territorial (Equipo local de coordi-
nación Córdoba, 2021). Sin embargo, con el 
auge de los precios del oro, la minería ilegal 
se ha convertido en una segunda actividad de 
financiación de estos grupos. Esto, ha refor-
zado la tensión entre la presencia estatal y los 
grupos armados ilegales, generando graves 
afectaciones a los derechos de la población.

Los pequeños mineros y mineros artesanales 
también hacen parte del panorama extracti-
vista del departamento. Ellos desarrollan sus 
actividades de manera informal y artesanal, 
como fuente de sustento, utilizando también 
el mercurio como facilitador para extraer oro 
de las cuencas ribereñas. Por ello, la diferen-
cia entre minería ilegal e informal en el sur 
de Córdoba se desdibuja, especialmente a la 
hora de considerar las consecuencias ambien-
tales y sobre la salud de las poblaciones aleda-
ñas por el uso de mercurio (Restrepo, L. et 
al., 2017). En consecuencia, los mineros de la 
MAPE han sido señalados y condenados por 
llevar a cabo presuntamente actividades de 
minería ilegal, mientras que las actividades ilí-
citas continúan disfrazándose en el territorio.

Figura 7. Explotación de oro de aluvión en el departamento de Córdoba

Nota. Tomado de Biesimci.org, 2022.
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b. Bolívar
Según cifras de la ANM, la minería en Bolívar 
representa el 2,3 % del PIB del departamento 
y genera aproximadamente 5.800 empleos di-
rectos. Además de la actividad minera, se de-
sarrollan otras actividades económicas como 
la ganadería, la agricultura y el sector made-
rero (Rutas del conflicto, 2023). Al sur del 
Departamento, en municipios como Simití 
y Arenal, se ubicaron comunidades palen-
queras a principios del siglo XVII, quienes se 
dedicaron a cultivar la tierra y a la minería ar-
tesanal. Esta actividad se ha transmitido entre 
generaciones y, con el paso de los años, ha sido 
desarrollada por los pueblos afrodescendien-
tes y por campesinos colonos desplazados por 
la violencia, provenientes de departamentos 
como Boyacá, Antioquia y Santander (Rutas 
del Conflicto, 2023). Con el paso de los años, 
algunas de las zonas que empezaron a poblar-
se en esta región, se declararon zonas protegi-
das o de reserva forestal, lo que generó tensio-
nes por la tierra que persisten en la actualidad.

Sin embargo, las disputas no se deben única-
mente al uso de la tierra, sino que, se suman 
condiciones de miseria en las que habita el 

17,73 % de la población en los municipios del 
sur del departamento, con un índice de 46,2 % 
de NBI (2018), y un 19,4 % en el IPM para el 
2022, según información del DANE (2023). 
Asimismo, existe una gran tensión por el con-
trol territorial de esta parte del Magdalena 
medio, pues allí convergen distintos intereses 
económicos y políticos que han derivado en la 
deforestación de zonas para el cultivo de pal-
ma o de coca, así como la contaminación de 
afluentes, por ser un territorio con vocación 
minera. A pesar de ello, el control de la mi-
nería tradicional en el territorio lo ostentan 
pocos, pues la presencia de grandes proyectos 
mineros de exploración ha generado barreras 
que afectan la competitividad y a la igualdad 
material para la continuidad de la minería tra-
dicional (Rutas del conflicto, 2023). 

Actualmente, existen alrededor de 7.769 hec-
táreas sobre las que se practica la explotación 
de oro de aluvión (Biesimci, 2022), especial-
mente en las regiones de Norosi, Rio Viejo, 
Regidor, Arenal, Altos del Rosario y Barran-
co de Loba.

Figura 8 . Explotación de oro de aluvión en el departamento de Bolívar

Nota. Tomado de Biesimci.org, 2022.



29

SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LA POBLACIÓN MINERA COLOMBIANA

La presencia de grupos armados ilegales y 
Bacrim en al sur del departamento, ha tenido 
un rol importante en la producción mine-
ra a través de su “regulación”, además de la 
tensión generada por el traslape de los distin-
tos tipos de minería en el territorio (MAPE 
y mediana minería con mecanización), en 
contraposición a los retos de la formalización 
minera (Clasco, 2016). Esto ha resultado en 
el incremento de las dinámicas de violencia 
por el control territorial entre estos grupos y 
el Ejército Nacional debido a que, histórica-
mente, estos grupos han expandido las zonas 
de cultivo de coca y sumaron a esta actividad 
de financiación, la minería aurífera (Infobae, 
2023). En consecuencia, se han identificado, 
desmantelado y destruido herramientas y ma-
quinaria utilizada para la extracción del oro, 
muchas veces por parte de estos grupos, pero 
otras veces por parte de pequeños mineros y 
mineros artesanales, que son judicializados 

y despojados de su actividad de subsistencia 
(Rutas del conflicto, 2023). 

Las medidas adoptadas por el Gobierno para 
hacer frente a la minería ilegal, a través de la 
formalización de la minería aurífera, ha ge-
nerado tensiones en el territorio, debido a la 
estigmatización de mineros artesanales como 
consecuencia de su dificultad para cumplir 
los requisitos impuestos para la legalización 
de los pequeños mineros y mineros artesa-
nales. Además, el creciente desarrollo de la 
minería ilegal en el territorio ha generado im-
pactos en el medio ambiente, en el derecho de 
las comunidades afrodescendientes a su libre 
determinación y al derecho a la mejora de 
condiciones de subsistencia (Rutas del con-
flicto, 2023). Así mismo, se han presentado 
actos de violencia y desplazamiento forzado, 
que atentan contra la vida y seguridad de las 
personas (Infobae, 2023).
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c. Chocó
El departamento de Chocó es uno de los que 
concentra mayor población indígena y afro 
en el territorio nacional. Según el DANE, de 
los 595.138 habitantes del departamento, el 
85 % pertenecen a la etnia afrocolombiana, 
el 5 % son indígenas y el 10 % es población 
mestiza. En esta región se registra una mayor 
producción de oro a nivel nacional, con 3,3 
toneladas, y una extensión aproximada de 
37.841 hectáreas sobre las que se lleva a cabo 

la actividad minera aurífera por aluvión (figu-
ra 9), de las cuales 78,7% corresponde a explo-
tación ilícita (Undoc, 2022). Esta actividad 
se extiende por los municipios de Nóvita, El 
Cantón de San Pablo, Istmina, Rio Quito y 
Unión Panamericana, de donde se extrae el 
60,5 % del oro del departamento. Así, el apor-
te del departamento del Chocó al PIB de mi-
nas y canteras corresponde a un 20,6 % sobre 
el total del departamento (Undoc, 2022).

La explotación de oro en el Chocó inició a 
principios del siglo 20, pero la fiebre del oro 
se gestó en 1980 con la afluencia de mineros 
de pequeña escala al sur del Departamento. 
Luego, hasta la década de los 90, los grupos 
armados al margen de la ley vieron un nego-
cio rentable en la minería a pequeña escala 
en el departamento, propiciando el escenario 
perfecto para el conflicto, que ha derivado en 
impactos sociales, económicos, culturales y 
ambientales (Clasco, 2015). En consecuen-
cia, a pesar de los altos niveles de producción 
minera, es uno de los departamentos con 
mayores niveles de pobreza en el país, con un 
Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) 
de 36,8 % para el 2022 (DANE, 2023). Par-

ticularmente, la población de los municipios 
de Rio Quito, Istmina y Cantón de San Pablo 
viven en situación de extrema pobreza, con 
porcentajes de 18,10 %, 11,74 % y 11,52 % res-
pectivamente. 

Además, al ser un territorio disperso, se ha 
dificultado la presencia institucional en las 
zonas rurales, favoreciendo la presencia y 
control por parte de grupos armados ilegales y 
generando una dependencia de la población a 
esta economía (Defensoría del Pueblo, 2017). 
Así, los daños ocasionados por la minería 
impactan directamente en el goce de los dere-
chos de las comunidades, tanto aquellas que 
practican la MAPE, como aquellas aledañas 

Figura 9. Explotación de oro de aluvión en el departamento de Chocó

Nota. Tomado de Biesimci.org, 2022.
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a ríos y ecosistemas en los que se practica la 
minería. De esta manera, el 46 % del total de la 
minería legal e ilegal detectada en el 2022, se 
desarrolla en tierras de comunidades negras, 
principalmente del departamento del Cho-
có, y 557 hectáreas en resguardos indígenas 
(Mongabay, 2023). 

Chocó tiene una larga tradición de minería ar-
tesanal que han practicado pueblos indígenas y 
afrodescendientes para extraer oro y platino. Ac-
tualmente, continúa siendo una fuente de sus-

1  El acuerdo firmado entre el Gobierno nacional, representado por la Defensoría del Pueblo, el Ministerio del 
Interior, el Ministerio de Minas y Energía y el Ministerio de Defensa y los mineros de la región, incluyó entre 
otros puntos: 1. Suspender operativos contra minidragas y pequeños motores, 2. Diálogo vinculante para la 
construcción de lo que será la reforma al código minero, 3. Acompañamiento para la formalización y solicitud 
de titulación, 4. Creación de un escenario que facilite el diálogo y proporcione garantías en la mesa de diálogo 
para la participación de los líderes mineros, 5. No judicialización de los voceros y participantes de la protesta. 

tento para diversas comunidades, que la practi-
can a través de distintas modalidades de MAPE. 
Entender y determinar cuáles formas de mine-
ría son desarrolladas por las comunidades ha 
generado que se perpetúe el señalamiento de 
pequeños mineros y mineros artesanales como 
mineros ilegales. En ese sentido, todos los tipos 
de minería que se ejercen generan impactos di-
ferentes en función de si se trata de minería ar-
tesanal, tradicional, mecanizada y controlada o 
no por grupos armados ilegales (Clasco, 2015).

d. Antioquia
La región del Bajo Cauca antioqueño es una 
de las regiones más ricas en minerales metá-
licos, por lo que convergen distintos grupos 
con intereses diversos en el territorio. Por ello, 
el desarrollo de minería aurífera ilegal ha pre-
dominado como actividad económica princi-
pal en esta región desde el siglo XVI. Esto ha 
generado un desplazamiento de las activida-
des agrícolas y ganaderas, así como conflictos 
por la distribución, control y aprovechamien-
to de la tierra en municipios como Zaragoza y 
Nechí, donde se evidencian grandes necesida-
des que son resultado de la violencia y de di-
námicas estructurales, como los altos niveles 
de pobreza (28,5 %), escasos servicios de aten-
ción médica, comercios y vías bloqueados (El 
Colombiano, 2023). 

Según datos de la OIT y el DANE, el 47 % 
de los trabajadores de minería de oro de con-
centran en Antioquia. La minería en esta re-
gión se caracteriza por que la extracción de 
oro es aluvial, es decir, se realiza a cielo abier-
to y en ríos y playas. Para ello, utilizan bom-

bas de dragado que operan absorbiendo el 
agua de las cuentas de los ríos y la expulsa en 
un pantano, lo que trae como consecuencia 
ambiental que los ríos de la zona se encuen-
tran sedimentados y llenos de mercurio, a 
pesar de estar prohibido desde 2018, que 
termina afectando a las especies de peces que 
los habita y, en consecuencia, la salud de las 
comunidades aledañas.

Como parte de la estrategia del Gobierno ac-
tual para hacer frente a la minería ilegal, en fe-
brero de 2023, el ministro de Defensa ordenó 
la destrucción de dragas y retroexcavadoras 
en la cuenta baja del río Cauca, en el departa-
mento de Antioquia. Sin embargo, esta me-
dida perpetúa los conflictos derivados de las 
dificultades para diferenciar en la práctica en-
tre mineros informales y mineros ilegales en el 
territorio. De hecho, en respuesta a estas me-
didas, los mineros de la zona realizaron paros 
durante los siguientes meses, argumentando 
el incumplimiento del acuerdo firmado por 
el Gobierno nacional en septiembre de 20221, 
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en el que se incluyó la suspensión de opera-
tivos contra minidragas y pequeños motores, 
así como la no judicialización de los voceros 
de la protesta (Mongabay, 2023). 

Esta situación ha llevado a la creación de mesas 
de negociaciones entre mineros y el Gobierno, 

en la que se discuten los puntos formulados 
en el acuerdo, así como la posibilidad de una 
reforma al código minero y la creación de un 
Distrito Minero en el Bajo Cauca para formali-
zar la minería en esta región. 

e. Nariño
En el departamento de Nariño la minería 
a gran escala y la MAPE han jugado un pa-
pel importante en la economía de la región, 
que se desarrolla de manera paralela a otro 
tipo de actividades económicas, como el 
cultivo de palma y de coca. La confluencia 
de los distintos tipos de economía en el de-
partamento ha favorecido las dinámicas del 
conflicto armado desde la década de los 80 
(CINEP & Programa por la Paz, 2019). En 
ese sentido, la presencia de empresarios que 
desarrollan las actividades antes menciona-
das y de grupos armados al margen de la ley, 
particularmente de las FARC, ha sido parte 

del panorama y del desarrollo económico y 
social del departamento. 

La actividad minera representa el 32,2 % 
de todas las actividades mineras del país y 
es uno de los departamentos donde se ha 
reportado un mayor porcentaje de infor-
malidad e ilegalidad. La explotación de oro 
por aluvión se extiende a lo largo de 4.236 
hectáreas del departamento (f igura 10). 
Además, hay 9 proyectos de minería acti-
vos y 2.157 correspondientes a minería de 
subsistencia (Ministerio de Minas, s.f.)

Figura 10 . Explotación de oro de aluvión en el departamento de Nariño

Nota. Tomado de Biesimci.org, 2022.
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Actualmente, la rentabilidad que ofrece la 
minería de oro respecto de otro tipo de acti-
vidades económicas, como el cultivo de coca, 
ha generado un desplazamiento hacia esta ac-
tividad. Precisamente, como lo señala Gómez 
Suárez (2023), debido a la fragilidad del mer-
cado de la coca en Nariño: 

“…se ha empezado a migrar a la minería ile-
gal para compensar las pérdidas económi-
cas. En la cuenca del río Patía la presencia 
de “dragones” para la extracción de oro es 
cada vez mayor, controlada por el EMC y 
la Segunda Marquetalia, según la zona. La 

participación de otros actores, que antes 
competían en la economía de la coca, es evi-
dente en zonas como Magüi Payán, donde 
las dragas están a las afueras de la cabecera 
municipal. En otros municipios de Nari-
ño, como Leiva y Policarpa, la escasa imple-
mentación del PNIS (Programa Nacional 
Integral de Sustitución de Cultivos de Uso 
Ilícito) ha contribuido a que los campesi-
nos sean incrédulos frente a la sustitución 
de cultivos y busquen ingresos económicos 
dedicándose al monocultivo de coca”.

f. Amazonía colombiana (Putumayo, 
Amazonas y Guainía)
La riqueza y biodiversidad de la región ama-
zónica constituye un atractivo económico 
para muchos actores. en materia de extrac-
ción minera, en el territorio se encuentra 
principalmente oro y coltán en las cuencas de 
los ríos Putumayo, Caquetá, Apaporis, Guai-
nía e Inírida, entre otros. Si bien la actividad 
minera se realiza en mayor medida en otras 
zonas del país, en la Amazonía colombiana se 
han identificado cada vez más yacimientos y 
grupos de personas que desarrollan esta acti-
vidad, principalmente en los departamentos 
del Amazonas, Putumayo, Vaupés y Guainía, 
con 582 hectáreas, 134 hectáreas, y 162 hectá-
reas de tierra sobre las cuales se realiza EVOA 
(figura 11) (Undoc, 2022). 

De los 306 municipios en los que se ha regis-
trado explotación de oro en el país, 20 hacen 
parte de la Amazonía colombiana y en 18 se 
identifica la presencia de grupos armados. Así 
mismo, convergen cultivos de coca como otra 
de las actividades que se desarrollan en el de-
partamento, y que hacen parte de las fuentes 
de financiación de estos grupos (Defensoría 
del Pueblo, 2018). Para 2019, se registraron 
41.737 hectáreas de coca (Romero, N., Ríos, 
J & Güiza, L., 2020) que, debido al despla-
zamiento de la actividad por la explotación 
minera, ha ido disminuyendo a 2023. Ade-
más, según Corpoamazonia, a 2017 se habían 
identif icado 2012 puntos con actividades 
asociadas a la minería ilegal, principalmente 
de oro y de materiales de construcción. 
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Figura 11. Explotación de oro de aluvión en la Amazonía colombiana

Nota. Tomado de Biesimci.org, 2022.
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En términos de pobreza, Putumayo 
registra un IPM del 20,8 %, Guainía 
un 46,5 %, de los cuales el 52,2 % co-
rresponde a áreas rurales; y el depar-
tamento del Amazonas, un 27,9 % 
(DANE, 2023). Cabe destacar que, 
un porcentaje importante de la po-
blación de estos departamentos per-
tenecen a comunidades indígenas, 
por ende, la explotación minera ile-
gal ha generado impactos importan-
tes en poblaciones indígenas que ha-
bitan dichos territorios (Mongabay, 
2023), así como en los afluentes en 
donde se lleva a cabo esta práctica. 
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2. MARCO NORMATIVO Y 
JUDICIAL DEL SECTOR MINERO EN 
COLOMBIA

2  Ver CIDH, Informe de Admisibilidad No. 20/14. Comunidades del Pueblo Maya Sipakepense y Mam 
de los municipios de Sipacapa y San Miguel Ixtahuacán (Guatemala), 3 de abril de 2014; Principios 
de Maastricht sobre la Obligaciones Extraterritoriales de los Estados en el Área de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, Maastritch, 28 de septiembre de 2011, Principios 11 y 12; Grupo de 
Trabajo sobre Minería y Derechos Humanos en América Latina. El impacto de la minería canadiense en 
América Latina y la responsabilidad de Canadá, págs. 48 y 49.

Ante el desafío de mejorar las prácticas del 
sector minero, tradicionalmente asociado 
con efectos ambientales negativos e indife-
rencia hacia las comunidades locales, desde 
iniciativas de organizaciones internacionales 
como las Naciones Unidas (ONU), la Orga-
nización Internacional del Trabajo (OIT), la 
Organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económico (OCDE), así como inicia-
tivas del sector y empresariales se han con-
solidado estándares, principios, códigos de 
buenas prácticas y guías encaminadas hacia 
la sostenibilidad y el respeto de los derechos 
humanos. Estos lineamientos específ icos 
para el sector, no solo se desarrollan a nivel 
técnico, sino a nivel social, cultural y am-
biental. También se ha empezado a repensar 
la forma en la que se desarrollan las activida-
des extractivas, avanzando de una perspec-
tiva de la Responsabilidad Social Empresa-
rial (RSE), construido a partir de la ética y 
el valor compartido, a una responsabilidad 
empresarial de respeto por los derechos hu-
manos que les exige prevenir los riesgos y 
reparar las afectaciones que estas actividades 
generan en los derechos y libertades de cada 
ámbito de la vida de la población minera y, 
además, individuos o grupos afectados. 

A pesar de lo anterior, históricamente la re-
gulación del sector minero, tanto interna-
cional como nacional, se ha quedado en el 

lenguaje técnico y limitado a la gran minería. 
En consecuencia, hoy por hoy se presenta un 
fenómeno de “sobrerregulación” en asuntos 
relacionados con la megaminería y los gran-
des proyectos alrededor del mundo. Empero, 
gracias al papel de la jurisprudenciales de los 
sistemas de protección de derechos humanos, 
como el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos (SIDH), así como de los tribunales 
nacionales han logrado algunos avances en la 
relación entre la actividad minera y la protec-
ción de derechos humanos, que ha ido más 
allá del control y vigilancia institucionalidad 
o de los procesos de cumplimiento de la nor-
matividad técnica para el sector. De hecho, 
han puesto en el mapa la necesidad de abordar 
las afectaciones generadas por las actividades 
mineras, a partir de la comprensión holística 
de las dimensiones de la minería en los terri-
torios2. Incluso, han resaltado la importancia 
de incorporar una visión desde el sur global 
y una perspectiva de derechos humanos en el 
análisis de los impactos identificados como 
consecuencia de la explotación minera.

Lo anterior se ve reflejado en la evolución his-
tórica de los marcos normativos relacionados 
con las actividades mineras, que han pasado 
de una clasificación técnica de acuerdo con 
los tamaños/escalas o al volumen de produc-
ción, a integrar otros elementos derivados 
de la comprensión de las implicaciones del 
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extractivismo en ámbitos económicos, so-
ciales y culturales, especialmente desde una 
perspectiva del desarrollo hegemónica. Esta 
evolución permite comprender por qué a pe-
sar de los desarrollos normativos existentes, 
todavía hay brechas que derivan en graves 
afectaciones a los derechos humanos, que se 
reflejan en los vacíos del análisis de los contex-
tos en los que se desarrolla la actividad mine-
ra, como se refleja a continuación

2.1. Desarrollo jurídico 
internacional
En sus primeras e incipientes iniciativas inter-
nacionales propuestas para el sector minero 
se centraron en las afectaciones socioambien-
tales de mayor visibilidad causadas o que con-
tribuye a causar el sector, como la pérdida de 
la vida de mineros por incumplir o poca im-
plementación de medidas de seguridad labo-
ral, o la afectación de la salud de poblaciones 
aledañas a los proyectos, los daños al medio 
ambiente o ecosistemas, entre otros. Así, por 
ejemplo, algunos de los casos de mayor reper-
cusión mediática mundial fueron: la explo-
sión de la mina de carbón Benxihu, en China 
(1942); la explosión subterránea de la mina 
Hwangue, Zimbabue (1972); la financiación 
del conflicto armado interno por la minería 
de diamantes en Sierra Leona (1991-2002); la 

intoxicación por mercurio y el daño ambien-
tal en Cajamarca, Perú (2000); la explosión de 
metano en la mina de carbón en Siberia, Ru-
sia (2007); el derrumbe de una mina ilegal en 
Sierra Leona (2010); la explosión por acumu-
lación de gases en la mina Amagá, Colombia 
(2010); la contaminación del agua, el suelo y 
el aire con toxinas de la actividad minera del 
níquel en Córdoba, Colombia (1999-2017), 
entre muchos otros. Estas y muchas otras tra-
gedias, impulsan el desarrollo de estándares 
que gestionan los riesgos de la actividad mine-
ra, con el fin de evitar y prevenir la repetición 
de estos sucesos. 

Ante este panorama, se ha generado una pro-
liferación de iniciativas normativas interna-
cionales de hard law y soft law, que se ocupan 
de crear lineamientos, procesos y estrategias 
de medición en materia medioambiental y so-
cial, que luego se orientaron hacia conceptos 
de trasparencia y rendición de cuentas, desa-
rrollo sostenible y derechos humanos que hoy 
influyen y determinan la posibilidad de acce-
der al sistema financiero, o que condicionan 
las actividades económicas y empresariales 
mineras al interior de las naciones, inclusive, 
aquellas que se realizan en zonas de conflicto. 
Ejemplo de ello, son:
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Figura 12. Iniciativas normativas internacionales

Nota. Elaboración propia.
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En la Declaración de Estocolmo sobre el Me-
dio Ambiente Humano de 1972, se marcó un 
primer precedente sobre la importancia del 
medio ambiente desde una visión antropo-
céntrica, es decir, concibiendo al ser huma-
no como “obra y artífice del medio ambiente 
que lo rodea, que le brinda sustento material 
y le brinda la oportunidad de desarrollarse 
intelectual, moral, social y espiritualmente” 
(ONU, 1972, p. 1). Así mismo, se expresa la 
convicción de la creación de principios aplica-
bles a los territorios, dentro del cual se destaca 
que “los recursos no renovables de la tierra 
deben emplearse de forma que se evite el peli-
gro de su futuro agotamiento y se asegure que 
toda la humanidad comparte los beneficios de 
tal empleo”. Esto, lo reafirma más adelante la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo, así como el Convenio de las 
Naciones Unidas sobre Diversidad Biológica, 
cuando se refiere a “utilización sostenible”. 

Luego, surgen los principios voluntarios de 
seguridad y derechos humanos, en el año 
2000 que, a pesar de no ser un tratado in-
ternacional, representa una referencia en las 
iniciativas, todavía voluntarias y de Respon-
sabilidad Social Empresarial (RSE) para el 
respeto de los derechos humanos en el sector 
minero. En el 2011, el Consejo de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas adopta los 
Principios Rectores sobre Empresas y De-
rechos Humanos (en adelante PRNU), que 
marcan un hito en la forma de desarrollar 
actividades empresariales, incluyendo las del 
sector extractivo, con relación a los derechos 
humanos. A partir de este marco, se empie-
zan a complementar e   integrar los desarrollos 
existentes a nivel internacional, de protección 
de derechos humanos, sostenibilidad, linea-
mientos medioambientales y técnicos de sec-
tores como el minero. Así, la OCDE, la OIT 

3  Ver OIT, Convenio 045 sobre el trabajo subterráneo de mujeres (1935); R183 Recomendación sobre 
seguridad y salud en las minas (1995); Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales, entre otros.

y otras organizaciones internacionales empie-
zan a desarrollar estándares transversales rela-
cionados con los derechos humanos, que son 
aplicables a las actividades mineras. Ejemplo 
de ello, son las Guías Directrices de la OCDE 
sobre la debida diligencia en derechos huma-
nos para el sector minero, muy especialmente 
la guía de Conducta Empresarial Responsa-
ble en el sector extractivo y minero en Améri-
ca Latina y el Caribe de 2022.

De manera paralela, se han desarrollado otros 
convenios y tratados alusivos a la protección 
de derechos sociales, culturales y económicos 
que inciden en la regulación y desarrollo de 
actividades extractivas, como los convenios 
de la OIT para la protección de derechos 
laborales y culturales3, y los estándares de 
Naciones Unidas y de la OCDE para la pro-
tección de derechos de poblaciones en condi-
ciones de vulnerabilidad y el medio ambien-
te. Asimismo, los lineamientos emitidos por 
otras organizaciones a nivel regional como la 
OEA, y adoptados por los Estados parte o los 
sistemas regionales de protección de derechos 
humanos, como el Acuerdo de Escazú y los 
estándares sobre empresas y derechos huma-
nos del sistema interamericano.

Por otra parte, la degradación medioambien-
tal y el cambio climático han suscitado una 
mayor preocupación por identificar estrate-
gias que permitan cambiar las dinámicas de 
producción y consumo, en pro del aprove-
chamiento y optimización de los recursos 
ecosistémicos. En consecuencia, la comu-
nidad internacional ha desarrollado regula-
ciones más específicas para los distintos sec-
tores económicos, incluyendo el extractivo, 
que establecen topes y lineamientos para el 
desarrollo de estas actividades. Un ejemplo 
de ello es el Convenio de Minamata (2013), 
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que estableció un plazo de 5 años para la 
erradicación del mercurio en las actividades 
mineras, y 10 años para el sector industrial, 
o el Estándar Global de Gestión de Relaves 
para la Industria Minera. 

Hasta aquí se evidencia la sobrerregulación 
existente a nivel internacional que incide, di-
recta o indirectamente, en la industria mine-
ra a gran escala. Sin embargo, poco se ha de-
sarrollado en materia de pequeña y mediana 
minería, que, a falta de claridad y capacidades 
técnicas y económicas que faciliten la alinea-
ción de esta normativa a la extracción a me-
diana y pequeña escala, termina impactando 
los mismos derechos y garantías que se pre-
tenden proteger con la regulación expuesta. 

A pesar de ello, desde los 2000 se ha mostra-
do una mayor preocupación por entender 
cómo pueden dialogar los lineamientos y 
regulaciones emitidos a nivel internacional 
para el sector minero, o que inciden en este, 
con las realidades de la pequeña y mediana 
minería, al menos en el contexto latinoameri-
cano. Así, un primer paso ha sido identificar 
y caracterizar la MAPE para su protección, 
para lo cual surgen iniciativas del Comité de 
Recursos Naturales del Consejo Económico 
y Social de la Organización de Naciones Uni-
das y por la Comunidad Andina de Naciones 
(CAN). El primero indicó, a través de la De-
cisión 1994 /308, que reconoce:

“(…) la minería en pequeña escala debe con-
siderarse desde el punto de vista más amplio 
del desarrollo socioeconómico y la erradi-
cación de la pobreza para un gran número 
de personas que participan en la minería 
artesanal en todo el mundo, las actividades 
de minería constituyen una red de seguri-
dad, ya que proporcionan ingresos durante 
épocas económicas dif íciles. Dado que la 
mayoría de esas actividades se realizan en zo-
nas rurales, la minería artesanal es un arma 

eficaz contra la pobreza rural y la migración 
de las zonas rurales a las urbanas y, como tal, 
debe recibir apoyo. Cuando un gobierno 
toma medidas para crear un entorno más 
propicio para los mineros artesanales, está 
aumentando también el acceso de la pobla-
ción a una red de seguridad de los ingresos 
y generando capacidad para liberarse de la 
pobreza, la asistencia a ese sector puede ser-
vir también de mecanismo importante para 
prestar la ayuda social que tanto necesitan la 
población y las zonas involucradas”.

Por su parte, la CAN, mediante Decisión 
774 de 2012, estableció que sus países miem-
bros deberían “adoptar las medidas legislati-
vas, administrativas y operativas necesarias 
para (…) formalizar o regularizar la minería 
en pequeña escala, artesanal o tradicional”

Además, en los últimos años se han desarro-
llado múltiples iniciativas para lograr una 
mejor gestión de riesgos en el desarrollo de 
las actividades del sector minero, fundamen-
tadas en la Responsabilidad Social Empresa-
rial y/o el compliance de marcos normativos 
nacionales e internacionales. Todas ellas, 
impulsadas por estándares y lineamientos 
como los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS), el Acuerdo de París sobre el cambio 
climático, los lineamientos de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT) en ma-
teria laboral, entre otros.

Con la adopción de los PRNU se ha enfa-
tizado en la necesidad de implementar un 
enfoque de derechos humanos en las activi-
dades empresariales, incluyendo el sector mi-
nero. Por ello, partiendo de los lineamientos 
y estándares internacionales emitidos por 
organizaciones internacionales, se han desa-
rrollado iniciativas globales que integran di-
chos estándares buscando facilitar su imple-
mentación y fomentar la difusión de buenas 
prácticas en la industria. Así, actualmente 
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existen alrededor de 160 sistemas de certifi-
cación de carácter voluntario para la minería, 
que difieren en su contenido, focos, alcances 
y objetivo, muchas de ellas aún en desarrollo 

(Dufey, A. & Zamorano, P., 2023). Entre las 
más relevantes y las que han ganado un mayor 
involucramiento de empresas del sector en la 
región andina, se destacan:

Figura 13. Iniciativas globales

 Nota. Elaboración propia con base en Dufey, A. & Zamorano, P., 2023.
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Adicionalmente, existen distintas iniciati-
vas por parte de Instituciones Nacionales de 
Derechos Humanos (INDH) que facilitan 
el entendimiento de la importancia de im-
plementar un enfoque de derechos humanos 
en las actividades del sector minero. De allí la 
importancia de su papel en el desarrollo de 
la agenda de empresas y derechos humanos 
en los países de la región, en particular, las 
INDH han contribuido a la sensibilización 
de las empresas en asuntos relacionados con 
la debida diligencia en derechos humanos 
y la reparación efectiva. Así mismo, son un 
actor que ha permitido la construcción de 
confianza entre los actores que participan en 
esta relación, especialmente en lo relaciona-
do con la rendición de cuentas y el acceso a 
mecanismos de reparación a nivel nacional. 
Un ejemplo claro de ello es la herramienta 
lanzada recientemente por el Instituto Danés 
de Empresas y Derechos Humanos, denomi-
nada “National Baseline Tool”, diseñada para 
medir el progreso en materia de empresas y 
derechos humanos. 

Por su parte, las Defensorías del Pueblo u 
Ombudsman, como garantes de la vigencia y 
protección de los derechos fundamentales de 
sus habitantes, desempeñan un papel esencial 
desde sus roles y mandatos institucionales en 
la promoción de una minería respetuosa de 
los derechos humanos y del medio ambiente. 

Los países de América Latina y el Caribe ya 
cuentan con experiencias de actuación defen-
sorial que han permitido una atención im-
portante en favor de los derechos, evidencián-
dose las fortalezas de su participación como 
aliados para la consecución de un desarrollo 
sostenible. Estas instituciones se obligan a 
coadyuvar a los titulares y grupos vulnerables 
en buscar soluciones a problemas concretos 
relacionados con el goce de los derechos hu-
manos, incluyendo las afectaciones por acti-
vidad empresarial minera. La naturaleza de 
sus actividades es preventiva, de mediación 
y de denuncia en casos extremos, a partir de 
la formulación de recomendaciones y el desa-
rrollo de estrategias de protección preventiva 
y mediación. De allí, su importancia para la 
articulación de la agenda de empresas y dere-
chos humanos en el sector minero. 

Hoy por hoy confluyen organizaciones como 
la Federación Iberoamericana del Ombuds-
person (FIO) y la Red de Instituciones Na-
cionales de Derechos Humanos (RIND-
HCA), que agrupan a las Defensorías del 
Pueblo de los países de la región y facilitan el 
entendimiento y construcción de estrategias 
para la incorporación del enfoque de empre-
sas y derechos humanos en contextos mine-
ros, a partir de la gestión defensorial.
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2.2. Marco normativo nacional del sector minero 
y su relación con los derechos humanos
La discusión sobre el avance del sector mine-
ro y su incidencia en el desarrollo local se ha 
abordado desde antes de la Constitución de 
1991, cuando se debate sobre la necesidad de 
relacionar a las autoridades del orden nacio-
nal y la industria minera, con las autoridades 
locales, las comunidades y territorio, para ga-
rantizar el aprovechamiento de los recursos 
no renovables extraídos, respetando la auto-
nomía territorial y el progreso local. Así, los 
desarrollos jurisprudenciales han establecido 
lineamientos para abordar este desafío, en el 
que los derechos de exploración y explota-
ción, y la autonomía de las entidades territo-
riales y sus comunidades se ponen en tensión.

Ciertamente, desde la Constitución de 1991, 
se ha planteado la obligación del Estado de 
proteger las riquezas culturales y naturales de 
la nación (artículos 95.8, 58 y 63) y de estas 
normas constitucionales se deriva la llamada 
“constitución ecológica”, que ha dado paso al 
implementación de los conceptos: sostenibi-
lidad, conservación del medio ambiente sano 
y se inserta la función ecológica como una 
obligación de la propiedad privada, enfati-
zando en el interés general sobre el particular 
(Mesa de la Sociedad Civil para la Transpa-
rencia en las Industrias Extractivas & Fun-
dación Atabaque, 2022). Estos conceptos no 
son una declaración retórica sin contenido 
normativo específico. Reforzando esta pers-
pectiva, el artículo 334 de la Carta establece 
el deber de intervención estatal, entre otros 
aspectos, para distribuir adecuadamente las 
cargas y beneficios del desarrollo y proteger el 
ambiente; el artículo 360 ordena al Congreso 
de la República definir el régimen de explo-
tación de estos bienes, y el artículo 80 Supe-
rior, establece la obligación de planificación 

ambiental. Al mismo tiempo, constitucio-
nalmente los minerales se consideran, en ge-
neral, recursos naturales no renovables, cuya 
propiedad es atribuida por la Carta Política al 
Estado (artículo 332 CP) y hacen parte de la 
riqueza natural de la nación (artículo 8º CP) 
y finalmente, el artículo 360 del Texto Supe-
rior, le otorga al legislador la atribución de de-
terminar “las condiciones para la explotación 
de los recursos naturales no renovables”.

Una discusión cotidiana en la minería colom-
biana ha sido que se encuentra ampliamente 
regulada. No obstante, en materia de dere-
chos humanos no existe una normativa espe-
cífica que establezca la manera que el sector 
minero deba desarrollar sus actividades para 
el respeto de los derechos humanos, existe 
una fragmentación excesiva de normas labo-
rales, ambientales, etc. Por este motivo, desde 
2016, la institucionalidad del sector, encabe-
zada por el Ministerio de Minas y Energía, ha 
impulsado una política de derechos humanos 
para el sector minero-energético, con el obje-
tivo de alinear las actividades del sector con el 
marco normativo internacional y nacional en 
la materia. La implementación de esta política 
se ha dificultado o es lenta debido diferentes 
causas: las asimetrías y heterogeneidad secto-
rial, la complejidad de las cadenas de suminis-
tro de cada sub sector minero, la debilidad 
estatal en la vigilancia y control, la ausencia de 
una línea base que realice un diagnóstico de 
las realidades del sector y los derechos huma-
nos, los sesgos o marginación de las dimensio-
nes tradicionales, ancestrales o de subsisten-
cia de la actividad minera, entre otras. 

Justamente, respecto a esta última causa, vale 
la pena señalar que la MAPE se ha regulado 
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desde la Ley 72 de 1939, la cual define su ac-
tividad tradicional como práctica histórica y 
cultural basada en la autonomía y la solida-
ridad, su reconocimiento jurídico siempre 
ha sido insuf iciente. Esta norma autorizó 
al Gobierno nacional para organizar la ad-
ministración y explotación de las minas de 
propiedad estatal de Marmato y Supía por 
vía de pequeños contratos de laboreo en 
participación con los mineros. Ahora, es po-
sible argüir que, a pesar de existir una larga 

tradición regulatoria, en general, se ha con-
centrado en la minería formalizada y a gran 
escala, lo cual solo tiene en cuenta una cara 
de la minería en Colombia. 

Para ilustrar esta afirmación se pueden men-
cionar algunos ejemplos de marco normativo 
que solamente ha buscado alternativas regu-
latorias que contrarrestan la minería ilegal a 
lo largo del territorio colombiano, apostando 
principalmente por la formalización minera, 
como se muestra a continuación. 

Tabla 3. Ejemplos de marco normativo

Ley 685 de 2001 Se expide el Código de Minas

Decreto 4134 de 
2011

Se crea la ANM para administrar integralmente los recursos minera-
les de propiedad del Estado y promover el aprovechamiento ópti-
mo y sostenible de los recursos mineros.

Ley 1450 de 2012

Ordena implementar medidas de control a la comercialización de 
minerales indicando que se debe publicar la lista de los titulares 
mineros así como la información de los agentes autorizados para 
comercializar minerales.

Ley 1658 de 2013 Se establecen disposiciones para la comercialización y el uso de 
mercurio en las actividades industriales.

Decreto 480 de 2014 Se reglamentan las condiciones y requisitos para la celebración y 
ejecución de los subcontratos de formalización minera.

R e s o l u c i ó n  N o. 
90719 de 2014

Se reglamenta la definición de explotador a pequeña escala que 
será objeto de subcontratos de formalización minera y devolución 
de áreas.

Resolución 1258 de 
2015

Se adoptan lineamientos, la guía ambiental y los términos de refe-
rencia para las actividades de formalización de minería tradicional.

Decreto 276 de 2015 Se adoptan medidas relacionadas con el Registro Único de Comer-
cializadores (RUCOM).

Resolución 40359 
de 2016 

Crea el protocolo para desarrollar la mediación para la pequeña 
minería no regularizada y se toman otras determinaciones.
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Nota. Elaboración propia con base en UNDOC, 2022.

Decreto 1421 de 2016
Se modifica el Decreto Único Reglamentario del sector administra-
tivo de Minas y Energía (1073 de 2015) respecto de las medidas rela-
cionadas con el beneficio y comercialización de minerales.

Decreto 1666 de 
2016

Se adiciona el Decreto Único Reglamentario del sector administrati-
vo de Minas y Energía (1073 de 2015) relacionado con la clasificación 
minera.

Decreto 1975 de 
2016

Se adicional el Decreto Único Reglamentario del sector administra-
tivo de Minas y Energía (1073 de 2015) en lo relacionado con la inte-
gración de áreas y prórrogas de contratos de concesión

Resolución 40103 de 
2017

Se establecen volúmenes máximos de producción en la minería de 
subsistencia.

Decreto 1102 de 2017 

Se adiciona y modifica el Decreto Único Reglamentario del sector 
administrativo de Minas y Energía (1073 de 2015) respecto de las 
medidas para la comercialización de minerales y los mineros de 
subsistencia.

Ley 1873 de 2017 
Se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital para el 
desarrollo de la Política Minera Nacional, en apoyo a los pequeños 
mineros. 

Ley 1892 de 2018 Se aprueba el Convenio de Minamata sobre el Mercurio.

Ley 1955 de 2019 Se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo, que incluye regulaciones 
para la formalización minera y minería de subsistencia.

Resolución 40195 de 
2021

Se adoptan los lineamientos de formalización para el Fomento Mi-
nero.

Ley 2177 de 2021
Establece condiciones para garantizar el acceso a servicios del sis-
tema financiero y asegurador nacional por parte de actores de la 
cadena minera.

Ley 2250 de 2022 Establece un marco jurídico especial en materia de legalización 
y formalización minera
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Aunque las iniciativas en torno a la política en materia de minería ilegal iniciaron 
alrededor de 1988, el programa de formalización minera tuvo su origen en el 2001 en 
el Código de Minas, que modificó el concepto del proceso de legalización, definién-
dolo como un deber de los explotadores de minas sin título inscrito, quienes debían 
solicitar la adjudicación de la mina en concesión. Luego, se actualizó con la Ley 1392 
de 2010, la cual redirigió el proceso de legalización hacia los explotadores de minas, 
grupos y asociaciones de minería tradicional sin título inscrito para que solicitaran la 
concesión del área para explorarla. (Ver figura 14). 

Figura 14. Línea de tiempo de los programas de legalización y formalización 
minera

Nota. Tomado de Contraloría General de la República, 2017.



48

DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

El Decreto 2715 de 2010 redefinió el concep-
to de minería tradicional como aquella que 
realizan las personas, grupos de personas o co-
munidades que exploten minas de propiedad 
estatal sin título inscrito en el Registro Mine-
ro Nacional y que acrediten i) que los trabajos 
mineros se han adelantado de forma continua 
durante cinco (5) años, y ii) una existencia mí-
nima de diez (10) años anteriores a la vigencia 
de la Ley 1382 de 2010. Sin embargo, estas 
especificidades generaron inconformidad en 
la población, particularmente porque no so-
lucionó el problema de raíz. Por el contrario, 
generó afectaciones a los derechos de comu-
nidades indígenas y afrodescendientes. 

Por lo anterior, la Corte Constitucional, en 
Sentencia C-366 de 2011, declaró inconstitu-
cional dicha norma, determinando la necesi-
dad de tomar medidas legislativas para refor-
mar el Código de Minas, previo agotamiento 
de la consulta con comunidades étnicas. Lue-
go, en sentencia C-331 de 2012, reiteró la ne-
cesidad de garantizar el derecho a la partici-
pación de las comunidades étnicas de manera 
diferenciada en las decisiones relacionadas 
con la explotación de recursos naturales en 
su territorio, así como el reconocimiento y la 
protección de la minería tradicional y sus pro-
cesos de legalización (Contraloría General de 
la República, 2017).

La Ley 1450 de 2012 ordena implementar 
medidas de control a la comercialización de 
minerales, indicando que se debe publicar la 
lista de los titulares mineros y la información 
de los agentes autorizados para comercializar 
minerales. Como resultado, el Decreto 276 
de 2015 le da vida al Registro Único de Co-
mercializadores de Minerales (RUCOM), ad-
ministrado por la ANM, como una medida 
de control que, desde el 1 de enero de 2015, 
obliga a las personas naturales o jurídicas que 
compran y venden minerales de forma regu-

lar para su transformación, distribución co-
mercialización o exportación. Se desarrolló a 
través de una plataforma que permite solicitar 
y obtener el certificado de acreditación para la 
comercialización de minerales en el territorio 
nacional (EITI, s.f.).

En 2014, el Ministerio de Minas y Energía 
adopta la Política Nacional para la Forma-
lización de la Minería, a través de la Resolu-
ción n.° 90719 de 2014, que estableció siete 
(7) líneas estratégicas para su desarrollo. Lue-
go, a través del Plan Nacional de Desarrollo 
(PND) 2014-2018 y del Decreto 480 de 
2014, se contemplaron las figuras del subcon-
trato de formalización minera con el titular y 
la devolución de áreas para la formalización, 
dirigidos a explotadores de pequeña escala o 
pequeños mineros, como parte de los meca-
nismos para amparar el trabajo bajo un título 
minero (Ley 1753 de 2015).

Los resultados de la aplicación del PND 
2014-2018 y de la política de formaliza-
ción minera indican que 764 Unidades de 
Producción Minera (UPM) ingresaron al 
grado 1 (básico de formalización). No obs-
tante, ese avance no implicó un amparo del 
título y tampoco constituyó formalización, 
pues era necesario que ingresaran al grado 
2 (minería formal) (Contraloría General de 
la República, 2017). 

En 2016, el Ministerio de Minas adoptó 
la Política Nacional Minera (Resolución 
n.° 40391 de 2016) que convirtió a la po-
lítica de formalización en un programa de 
complemento, que incluyó la promoción 
del acceso a créditos para el desarrollo de la 
pequeña minería para proyectos con viabi-
lidad técnica. Así mismo, def inió y clasif i-
có los tipos de minería y estableció medidas 
relacionadas con el benef icio y comerciali-
zación de minerales. Entre el 2017 y el 2021 
se adoptan disposiciones para continuar 
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con la implementación de la Política Na-
cional Minera y la puesta en marcha de los 
planes de formalización minera. 

Desde el 2017, el Ministerio de Minas y 
Energía y la UNDOC han desarrollado e 
implementado un modelo de monitoreo de 
la actividad minera que integra datos para la 
formulación de políticas públicas y el diseño 

y focalización de estrategias de intervención. 
Dicho modelo se sustenta en tres pilares de 
información: 1) detección de evidencias de 
explotación de oro de aluvión (EVOA) por 
medio de imágenes satelitales; 2) carácter de 
legalidad de las EVOA y 3) marco normativo 
de restricción ambiental (ver figura 15) (UN-
DOC, 2022).

Figura 15. Zonas excluibles de la minería o con restricciones ambientales

Nota. UNDOC, 2022, pág. 26.
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Así, a través de la Ley 2250 de 2022 se expide 
el marco jurídico para legalizar y formalizar 
la actividad minera, en conexidad con la nor-
matividad ambiental. Para ello, dispone de 
cuatro ejes que deben acompañar el proceso 
de formalización: i) enfoque diferenciado, 
ii) simplificación de trámites y procesos, iii) 
articulación efectiva entre las instituciones 
nacionales y locales, y iv) acompañamiento 
de la autoridad minera en el proceso de lega-
lización y formalización (Mesa de la Sociedad 
Civil para la Transparencia en las Industrias 
Extractivas & Fundación Atabaque, 2022). 

Dentro del plan, se establecieron tres escena-
rios en los cuales los mineros pueden solicitar 
la formalización de sus actividades:

•	 Cuando las actividades mineras se super-
ponen con solicitudes de formalización o 
propuestas de contrato de concesión.

•	 Cuando las actividades mineras se encuen-
tran superpuestas con títulos mineros vi-
gentes, a través de acuerdos entre los titula-
res mineros y los mineros informales, que 
pueden ser: a) cesión de áreas, b) cesión de 
derechos, c) contrato de operación y/o aso-
ciación, d) subcontrato de formalización 
minera y e) devolución de área para la for-
malización minera.

•	  Cuando las actividades de los pequeños 
mineros se encuentran en áreas libres.

Además, identif icó algunos desaf íos para 
la formalización minera a los que pretende 
hacer frente, como la desconf ianza en las 
instituciones estatales, la incompatibilidad 
con zonas ambientalmente protegidas, el 
acceso a asistencia profesional y técnica para 
los pequeños mineros o mineros artesanales, 
la ausencia de financiamiento, acceso a la in-
formación y de enfoques diferenciales y de 

derechos humanos para la población a la que 
se dirige el plan. Para el cierre de 2022, según 
la ANM y la Dirección de Formalización 
Minera del Ministerio de Minas y Energía, 
la cifra de pequeños mineros regularizados 
ascendió a 27.767.

En desarrollo de esta, el Ministerio de Minas 
ha venido reglamentando los lineamientos de 
los programas de sustitución de actividades 
mineras y reconversión o reubicación laboral 
de los pequeños mineros tradicionales, ubi-
cados en ecosistemas protegidos, conforme 
a la Ley 1930 de 2018 y la Resolución 1468 
del 2021 del Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible. A su vez, se han establecido 
medidas para la destrucción de maquinaria 
pesada como dragas y retroexcavadoras que 
se utilizan para las actividades de explotación 
de minerales sin licencia ambiental, ni título 
minero, así como la restricción al uso de in-
sumos que generan daños irreversibles al am-
biente (UNDOC, 2022). 

De la mano de la normatividad específica para 
el sector minero, la jurisprudencia ha tenido 
un rol fundamental en la comprensión de las 
brechas existentes para mantener el control y 
orden territorial para el aprovechamiento de 
los recursos ecosistémicos. Además, ha ex-
puesto ampliamente los vacíos que generan 
una falta de correspondencia entre la regula-
ción del sector minero en Colombia, con las 
diversas realidades territoriales del país, que 
terminan haciendo inefectivos los esfuerzos 
estatales por contrarrestar la minería ilegal y 
sus efectos sobre los derechos económicos, 
sociales y culturales de la población. 
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2.3. Jurisprudencia de la Corte Constitucional 

4  Ver Corte Constitucional. Sentencias C-123 de 2014, C-035 de 2016, C-274 de 2016 y SU-095 de 2018

En el contexto del marco constitucional de 
1991 surgen tensiones relacionadas con la 
actividad extractiva desde distintas dimen-
siones. La jurisprudencia de la Corte Consti-
tucional ha abordado, en un primer momen-
to, la tensión entre el principio del Estado 
unitario y el de autonomía de las entidades 
territoriales para el desarrollo de la activi-
dad extractiva, derivado del artículo 288 de 
la Constitución Política, marcando así una 
transición hacia el reconocimiento de la auto-
nomía territorial y su articulación con la uni-
dad nacional bajo la cual el principio unitario 
y autonómico del Estado no deben entender-
se como contrapuestos, sino articularse bajo 
los principios de coordinación, concurrencia 
y subsidiariedad. 

De esta manera, precisa el alcance de las 
autonomías territoriales para prohibir el 
desarrollo de actividades mineras en sus ju-
risdicciones: 

los espacios que el diálogo entre órbitas o esfe-
ras competenciales debe garantizar con miras 
a un desarrollo armónico y balanceado de los 
principios de autonomía territorial y organi-
zación unitaria del Estado en temas relaciona-
dos con la definición o demarcación de zonas 
excluibles de la minería, tienen que “permitir 
la participación de los municipios en la deter-
minación de aspectos como i) los fines que 
la exclusión de la actividad de exploración y 
explotación minera en determinadas áreas del 
territorio busque alcanzar; ii) las causas y con-
diciones que determinan que un área del te-
rritorio se declare como zona excluida de esta 
actividad; iii) la forma en que cada uno de los 
niveles competenciales participen en el pro-
ceso de creación normativa; iv) las funciones 

específicas que uno y otro nivel tendrá en ejer-
cicio de dicha competencia; y v) los paráme-
tros que deban cumplir los procedimientos 
que se creen para declarar una zona excluida 
de la actividad minera (Corte Constitucional, 
Sentencia T-342 de 2019).

Por otra parte, se ha pronunciado en distintas 
ocasiones en relación con el derecho de parti-
cipación ciudadana entorno a la implemen-
tación de políticas públicas y ejecución de 
proyectos en el sector extractivo4, como lo es 
el Plan de Ordenamiento Territorial. En este 
análisis, la Corte identifica una de las razones 
por las cuales las dinámicas estructurales y 
sociales a nivel territorial, dan origen la otra 
cara de la minería, que en principio parece 
estar oculta, pero que obedece a una desco-
nexión de lo nacional con lo territorial, espe-
cíficamente lo rural. En ese sentido, reconoce 
el desconocimiento de las realidades territo-
riales a falta de una garantía para la participa-
ción de las comunidades que se encuentran 
ubicadas en lugares en donde se desarrollan 
actividades extractivas (Ministerio de Minas y 
Energía, Universidad Nacional de Colombia 
& UPME, 2020).

De forma paralela surgen las discusiones 
sobre cómo los impactos de la industria ex-
tractiva se han trasladado a los escenarios 
judiciales. Por ejemplo, una de las primeras 
discusiones de la Corte Constitucional se dio 
en la Sentencia T-528 de 1992, a propósito de 
la tutela que promovieron varios habitantes 
de las veredas Caracolí y El Espinal del muni-
cipio de Barrancas, en La Guajira, afectados 
por la contaminación ambiental y auditiva 
derivada de la explotación carbonífera cerca 
a sus viviendas. El fallo, que amparó los de-
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rechos a la vida y a la integridad física de los 
accionantes, resaltó la responsabilidad de las 
autoridades estatales en la vigilancia y control 
de la forma como se utilizan, conservan y res-
tauran los recursos naturales comprometidos 
en el contexto de las actividades mineras y so-
bre su deber de adoptar medidas que eviten 
y contrarresten las situaciones de peligro o 
daño que puedan derivarse de su ejercicio.

Desde el primer fallo se ha evidenciado por 
la Corte Constitucional el impacto multidi-
mensional de la minería y las tensiones que 
suscita en las transformaciones sociales y es-
paciales que comporta dicha actividad, bien 
sea realizada en condiciones de formalidad 
o de informalidad, y el desafío que supone 
para las autoridades estatales adoptar las me-
didas adecuadas y oportunas para evitar que 
redunden en la vulneración de los derechos 
fundamentales y colectivos de las personas y 
de las comunidades que podrían verse afec-
tadas por ese tipo de proyectos. Del impacto 
multidimensional se menciona por primera 
vez en la Sentencia C-339 de 2002, donde 
determina que:

…necesario conciliar el grave impacto am-
biental de la minería con la protección de la 

5  En el mismo sentido, ver Corte Constitucional de Colombia (2014) Sentencia C-123 de 2014.

biodiversidad y el derecho a un medio am-
biente sano, para que ni uno ni otro se vean 
sacrificados. Es aquí donde entra el concepto 
de desarrollo sostenible, acogido en el artículo 
80 de nuestra Constitución y definido por la 
jurisprudencia de la Corte como un desarro-
llo que ‘satisfaga las necesidades del presente, 
sin comprometer la capacidad de que las fu-
turas generaciones puedan satisfacer sus pro-
pias necesidades.

Cabe destacar que la mayoría de los pronun-
ciamientos de la Corte en relación con las 
actividades extractivas abordan los impactos 
medioambientales como una de las principa-
les afectaciones derivadas de esta actividad. 
Esto implicó el análisis del concepto de desa-
rrollo económico y social desde un enfoque 
de derechos humanos, que parte del recono-
cimiento de la relación existente entre el ser 
humano, en su dimensión individual y colec-
tiva, y la naturaleza (Tole, 2023). Al respecto, 
la Corte ha sentado doctrina frente a la con-
cepción de la protección de los derechos hu-
manos frente a los impactos causados por las 
actividades mineras, que abarca el problema 
de la ilegalidad: 

Sentencia T-080 de 2015

•	 La Corte reafirma su doctrina relacionada 
con la defensa del pluralismo y la autode-
terminación cultural de los pueblos, advir-
tiendo los riesgos conexos a la presencia de 
una cultura que amenaza con su desapari-
ción y la de sus costumbres, a raíz de una 
concepción hegemónica del desarrollo y la 
economía, especialmente cuando el con-
flicto gira en torno a la tierra y su relación 
con el valor ancestral y cultural que tiene 

para estos pueblos. En ese sentido, recono-
ce a la naturaleza como sujeto de derechos 
propios, atendiendo a los saberes ancestra-
les de comunidades étnicas y las corrientes 
de pensamiento alternas5. 
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Sentencia T-622 de 2016
Se reconoce que uno de los desaf íos más 
grandes del constitucionalismo contempo-
ráneo es lograr la salvaguarda y la protección 
de la naturaleza, las culturas y formas de vida 
asociadas a la biodiversidad. En ese sentido, 
identifica los impactos que ha generado la 
explotación minera ilegal sobre el medio 
ambiente y sobre los derechos de las comu-
nidades étnicas que tienen una relación con 
el territorio, incluyendo el río Atrato, que es 
reconocido en esta sentencia como sujeto de 
derechos como medida de protección para 
las comunidades afectadas por la contami-
nación y degradación del río.

Reafirma la importancia de la participación 
en el derecho a tomar parte en la vida cultu-
ral, especialmente en circunstancias en donde 
poblaciones vulnerables, como comunidades 
étnicas, están siendo amenazadas por la reali-
zación de actividades de explotación de mine-
ría ilegal con sustancias tóxicas y maquinaria 
pesada en la cuenca del río Atrato.

Reconoce que la minería en Colombia debe 
analizarse desde la perspectiva geoestratégica 
desde el sur global, que se caracteriza por tener 
altas tasas de inequidad. Así mismo, establece 
que la ausencia de control estatal en la minería 
ilegal deriva en una política minero-energética 
que ha demostrado ser inefectiva.

Sentencia C-259 de 2016

•	 Establece que la importancia de combatir 
la minería ilegal reside en los efectos negati-
vos que esta produce en los ámbitos econó-
micos, social y ambiental, lo que justifica 
su control por parte del Estado. Por ello, 
cuando se realiza por fuera del derecho, 
condice a la imposibilidad de garantizar un 
equilibrio entre el desarrollo económico y 
el uso razonable de la oferta ambiental.

•	 En el ámbito social, reconoce que la infor-
malidad minera evita el control efectivo so-
bre las condiciones laborales y los impactos 
sociales que conlleva la explotación de las 
minas. En consecuencia, imposibilita la 
prevención y aseguramiento de condicio-
nes dignas para el desarrollo de esta labor.

•	 Reconoce que “por vía reglamentaria, de 
derecho internacional y jurisprudencial, se 
ha venido haciendo referencia a una sub-
clasificación de la minería ilegal. Particu-
larmente, esta distinción puede agruparse 

en la minería ilícita frente a la minería de 
hecho”. Partiendo de esta distinción, cita 
al Consejo Económico y Social de las Na-
ciones Unidas que, como se mencionó en 
el acápite anterior, reconoce la importancia 
de la minería en pequeña escala como un 
foco de desarrollo socioeconómico para las 
comunidades que la practican. 

•	 Reconoce también que “por el contexto en 
el que se produce, la formalización minera 
se convierte en un fenómeno vinculado bá-
sicamente con actividades de subsistencia 
rural y con la posibilidad de brindar opcio-
nes de trabajo para comunidades tradicio-
nalmente menos favorecidas. Adicional-
mente, por su alcance, no siempre tiene la 
entidad para afectar o contaminar en gran 
medida el medio ambiente, como ocurre 
con la megaminería ejercida a través de la 
explotación a gran escala”.
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Sentencia SU-133 de 2017
Se garantiza la subsistencia de mineros tradi-
cionales y comunidades negras del municipio 
de Marmato, a través de su participación en el 
proceso para identificar los impactos derivados 
de la autorización de las cesiones de los dere-
chos mineros emanados del título CHG-081.

La Corte hace una distinción entre las catego-
rías de minería legal e ilegal y, dentro de esta 
última, entre la minería de hecho y la minería 
ilícita. En ese sentido, reconoce la vocación 

de legalidad de las actividades de explotación 
que realizan tradicionalmente los habitantes 
de una región como fuente de abastecimiento 
o subsistencia.

Ordena adoptar medidas encaminadas a sal-
vaguardar su derecho a ejecutar labores de 
explotación y explotación minera en la par-
te alta del cerro El Burro, para garantizar su 
subsistencia, a través de emprendimientos de 
pequeña minería.

Sentencia SU-095 de 2018
Exhortó al Congreso de la República a definir 
uno o varios instrumentos de coordinación 
para que las autoridades territoriales concu-
rran en la definición, ejecución y seguimiento 
de las actividades de hidrocarburos y de mine-
ría, como las decisiones relativas a la demarca-
ción o delimitación de zonas excluibles de la 
minería en su territorio.

De lo anterior, la Corte Constitucional ha ve-
nido reconociendo y reiterando la necesidad 
de analizar la minería ilegal desde el territorio 
y los contextos en los que se desarrolla, par-
ticularmente, atendiendo a una visión desde 
los titulares de derechos afectados por esta 
actividad. Para ello, es preciso partir de la ca-
racterización de los territorios y los actores 
que lo habitan, sobre todo aquellos que se 
relacionan con el desarrollo de la minería, no 
necesariamente desde adentro, es decir, quie-
nes la practican, sino también aquellos que se 
relacionan con el entorno en donde se realiza. 

Además, la jurisprudencia también ha esta-
blecido lineamientos que orientan el actuar 
estatal desde la identificación de brechas en 
cuanto al ejercicio del control territorial, in-
cluyendo actividades económicas y la toma de 

decisiones para erradicar actividades ilícitas. 
De esta manera, el reconocimiento de dere-
chos colectivos y étnicos en relación con la na-
turaleza y el medio ambiente, son parte fun-
damental desde las adaptaciones estratégicas 
que se dan desde los usos políticos de las iden-
tidades de los actores sociales que intervienen 
en la minería, especialmente en la MAPE. 

De esta manera, partiendo de la identif ica-
ción de brechas estructurales que favorecen 
el desarrollo de la minería ilegal, así como de 
los impactos sobre los derechos económicos, 
sociales y culturales, y de los titulares de de-
recho afectados por estas actividades, se es-
tablece un norte que debe trascender de los 
casos específicos que se aborda la Corte. Ante 
este panorama, especialmente a partir de la 
suscripción del Acuerdo Final de Paz (2016), 
se marca una tendencia normativa del sector 
minero para abordar y materializar aspectos 
sociales, de ordenamiento territorial, de rela-
cionamiento con el territorio, de debida di-
ligencia en derechos humanos y de gestión e 
inversión social.
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Con todo, a pesar de los avances jurispruden-
ciales, hoy continúa existiendo una gran bre-
cha entre las medidas institucionales mineras 
y la práctica minera, que refleja un problema 
que va más allá de la legalidad. Se trata de una 
desarticulación y ausencia de coherencia ins-
titucional desde el nivel nacional al nivel terri-
torial y, al mismo tiempo, desde los espacios 
comunitarios y territoriales a la práctica ins-
titucional. En consecuencia, de no concebir y 
apropiar las dimensiones que la minería ilegal 
se desarrolla, los marcos normativos desarro-
llados para hacer frente a esta problemática 
continuarán siendo poco efectivos, y en mu-
chos casos insuficientes.
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3. MINERÍA EN COLOMBIA Y SUS 
DIMENSIONES 
Históricamente, la aproximación institucio-
nal para regular y, en general, para diseñar e 
implementar cualquier medida de interven-
ción estatal ha sido atendiendo, en primer 
lugar, a una dimensión de formalización. Así 
lo entiende Muñoz-Duque; Arango-Tobón 
y Bedoya-Hernández (2023), quienes seña-
lan que la minería en Colombia ha sido clasi-
ficada en: minería formal, realizada por em-
presas legalmente constituidas, que cuentan 
con titulación minera (acto administrativo 
que otorga un derecho a explorar y explotar 
el suelo y subsuelo de propiedad nacional), 
inscritas en el Registro Minero Nacional y 
que cumplen con parámetros técnicos, am-
bientales, económicos, laborales y sociales 
de la industria, a partir de la legislación vi-
gente; y minería informal, relacionada con 
unidades de explotación pequeñas y media-
nas, de propiedad individual y que no tienen 
registros contables. 

Casi de manera sucedánea o simultánea, se pre-
senta la segunda dimensión, que se determina-
da por un parámetro de legalidad y clasifica en 
minería legal aquella que se encuentra respal-
dada por un título minero y, por oposición, la 
minería ilegal, que se desarrolla sin la inscrip-
ción en el Registro Minero Nacional, sin una 
titularidad y de manera artesanal e informal o 
que teniendo un título se realiza por fuera del 
área otorgada en este (Ministerio de Minas y 
Energía, 2003). Continuando con estos crite-
rios, el Plan Único de Legalización y Forma-
lización Minera establece otras subcategorías, 
como mineros en tránsito a la formalización, 
que son aquellos que han radicado solicitudes 

ante las autoridades minera y ambiental com-
petentes; y mineros con vocación de regula-
rización, entendidos como aquellos que han 
sido identificados por la institucionalidad en 
el marco de las gestiones de formalización que 
han venido adelantando, y que han manifes-
tado su interés en desarrollar la actividad en el 
marco de lo establecido en la legislación (Mi-
nisterio de Minas y Energía, 2023).

Luego, institucionalmente, se propone una 
tercera dimensión de escala/volumen de pro-
ducción, que se clasifica de acuerdo con los 
tamaños de la minería en Colombia, adicio-
nalmente, identifica el ordenamiento jurídico 
nacional la minería a partir de criterios como 
la etapa del ciclo de la minería en la que se en-
cuentre. Así, para las etapas de explotación o 
construcción y montaje se clasifican de acuer-
do con el número de hectáreas otorgadas en el 
título minero de la siguiente forma: la minería 
de pequeña (menor o igual a 150 hectáreas), 
la mediana (mayor a 150 pero menor o igual 
a 5.000 hectáreas) y la gran escala (mayor a 
5.000 pero menor o igual a 10.000 hectáreas), 
en función de criterios como el volumen del 
material extraído en una unidad de tiempo, la 
capacidad instalada, la generación de empleo 
y el nivel de tecnificación.

Por su parte, los títulos mineros que se en-
cuentren en etapa de explotación se clasifican 
de acuerdo con el volumen de producción 
minera máxima anual por grupos de minera-
les como se muestra a continuación:
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Tabla 4. Títulos mineros

MINERAL

PEQUEÑA MEDIANA GRAN

Subterránea Cielo abierto Subterránea Cielo 
abierto

Subte-
rránea

Cielo 
abierto

Carbón 
(Ton/año) Hasta 60.000 Hasta 45.000 > 60.000 hasta 

650.000
> 45.000 has-
ta 850.000 > 650.000 > 850.000

Materiales 
de cons-
trucción 
(M3/año)

N/A Hasta 30.000 N/A
>30.000 
hasta 
350.000

N/A > 350.000

Metálicos 
(Ton/año) Hasta 25.000 Hasta 50.000 >25.000 hasta 

400.000
>50.000 has-
ta 750.000 >400.000 > 750.000

No metálicos 
(Ton/año) Hasta 20.000 Hasta 50.000 >20.000 hasta 

300.000

>50.000 
hasta 
1.050.000

>300.000 >1.050.000

Metales 
preciosos 
(oro, plata 
y platino) 
(Ton/año) o 
(M3/año)

Hasta 15.000 
Ton/año

Hasta 250.000 
m3/año

> 15.000 
hasta 300.000 
Ton/año

> 250.000 
hasta 
1.300.000 
m3/año

> 300.000 
Ton/año

> 1.300.000 
m3/año

Piedras pre-
ciosas y se-
mipreciosas 
(Ton/año)

Hasta 20.000 N/A >20.000 Hasta 
50.000 N/A >50.000 N/A

Nota. Decreto 1666 de 2016.

Justo en medio de estas tres dimensiones se encuentra 
la MAPE, con algunas distinciones o caracterizaciones, 
como se expuso en el acápite 1.1, las cuales han diferen-
ciado entre la minería artesanal y la minería de pequeña 
escala. Para la institucionalidad, la primera se caracte-
riza por integrar a personas o familias y es realizada de 
forma manual; por otra parte, la segunda categoría es 
más extensa e incipientemente mecanizada. Empero, 
estas clasificaciones parten de un problema epistemo-
lógico: no existe una definición univoca de este tipo de 
prácticas mineras. De hecho, no son suficientes para 
entender cosmovisiones ancestrales o prácticas tradi-
cionales, tampoco tienen realidades socioeconómicas 

diferenciales o situaciones de discriminación/margina-
ción interseccional, en definitiva, no dignifican la vida 
y la práctica minera. 

Es más, los criterios existentes no solo son insuficientes, 
son criterios meramente económicos y técnicos de iden-
tificación. Por ejemplo, asociados con una mecanización 
escasa, bajo nivel de seguridad y de conocimientos téc-
nicos en los trabajadores, falta de operadores técnicos, 
uso deficiente de recursos por la selectiva explotación 
de minerales, niveles salariales bajos, labores extractivas 
supeditadas a los precios de los minerales en el mercado, 
consideración insuficiente de los impactos ambientales 
derivados de la actividad, y ausencia de capital.
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Dicho lo anterior, desde el 2010, la Delegada 
para los Derechos Colectivos y del Ambiente 
de la Defensoría del Pueblo, propone una nue-
va dimensión: la minería de hecho que:

“...puede reflejar de una mejor manera la rea-
lidad social de las personas que ejercen esta 
actividad con cierto tiempo de antelación y 
como medio de subsistencia y que, en mu-
chos casos, no han logrado regularizar o lega-
lizar sus actividades debido a las dificultades 
en el cumplimiento de los requisitos exigidos 
por las autoridades mineras y ambientales 
para tal fin, aunado a los obstáculos tecnoló-
gicos, educativos y de distancias geográficas 
que deben suplir estas comunidades para te-
ner acceso a la información”.

En este mismo sentido, la Corte ha señalado 
en Sentencia C-983 de 2010, que “por vía 
reglamentaria, de derecho internacional y 
jurisprudencial” se ha contemplado una sub-
clasificación de la minería ilegal que permite 
distinguir la minería “de hecho” de la “ilícita”. 
La primera abarca la minería a pequeña escala, 
generalmente tradicional, artesanal o de subsis-
tencia que se desarrolla “en las zonas rurales del 
país, como una alternativa económica frente a 
la pobreza y como una forma de obtención de 
recursos económicos que permite asegurar el 
mínimo vital de las familias que por tradición 
se han ocupado del oficio minero como herra-
mienta de trabajo”. 

La segunda se asocia con el patrocinio de acti-
vidades ilícitas, “como lo son, por ejemplo, los 
grupos armados ilegales o las bandas crimina-
les, que utilizan este negocio como medio de 
financiación de sus actividades”. En esta deci-
sión, la Corte interpreta que las dos formas de 
minería se diferenciarían, entonces, en virtud 
de su vocación de legalización. La minería ilí-
cita no tiene la intención de legalizarse, porque 
la destinación de sus recursos es ilegal; en cam-
bio, los mineros de hecho aspiran a obtener un 

título que les brinde la posibilidad de ejercer la 
minería como forma de subsistencia. 

Entender esta dimensión puede dar nuevos 
elementos a la situación de las personas que 
ejercen la actividad minera con cierta antigüe-
dad y como forma de subsistencia y que, en 
muchos casos, no han regularizado su activi-
dad por dificultades para el cumplimiento de 
los requisitos exigidos para tal fin, en el con-
texto de un país en el que hay desconocimien-
to y desajuste de la norma frente a la realidad 
del minero tradicional e informal (Ortiz et al., 
2017), sin olvidar que esta actividad minera 
es una forma de erradicación de la pobreza de 
un gran número de personas que habitan en 
zonas rurales, quienes debido a la difícil situa-
ción de orden público/conflicto armado de 
las zonas mineras, que incluso ha generado 
desplazamiento forzado, reclutamiento de 
menores, asesinatos, secuestro y disputas por 
el control territorial de los mineros locales.

Este contexto que rodea las prácticas de la 
MAPE, en oposición con la minería ilegal, 
implica una mayor dificultad para realizar una 
distinción entre actores y, en consecuencia, 
una trazabilidad y seguimiento de las cadenas 
productivas de la minería que al final termi-
nan traslapándose y desdibujando el origen o 
fuente de la ilicitud. Así, lo que inicia siendo 
ilegal termina legalizándose en los siguientes 
eslabones de la cadena de valor o viceversa. 
Incluso, las limitaciones técnicas, operativas y 
económicas de quienes ejercen la MAPE para 
acogerse al marco de la formalización o “lega-
lidad” termina por exacerbar la marginación 
y desprotección de esta población, especial-
mente en los territorios en donde la presencia 
estatal escasea y donde el control económico 
y territorial lo siguen detentando los grupos 
armados al margen de la ley. 

No cabe duda de la existencia de una tensión 
entre la minería a gran escala y la minería tra-
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dicional, es más, para Bedoya, el proceso de 
formalización propuesto por el Estado ha 
representado una forma de “gobernar” al 
minero tradicional y a su labor de extracción 
aurífera independiente (2017), lo que deno-
mina Muñoz-Duque; Arango-Tobón y Be-
doya-Hernández (2023), una entronización 
de un discurso que condena la informalidad, 
y de una serie de prácticas persecutorias res-
pecto a sus prácticas. Esta tensión, según 
estos autores, tiene como consecuencia un 
impacto negativo 

...sobre las formas de producción tradicio-
nales se evidencia en que el proceso de ex-
tracción del oro a pequeña escala se ve com-
prometido por regulaciones y disposiciones 
gubernamentales, que modifican unas for-
mas de producción arraigadas cultural y so-
cialmente, imponiendo estándares que des-
atienden los modos tradicionales de trabajar 
en minería, y la relación que las comunidades 

mineras tienen con la mina, el territorio y sus 
vínculos comunitarios. 

Finalmente, hay una cara de la minería que la 
institucionalidad, el mercado internacional y 
la violencia de la economía criminal han invi-
sibilizado, tanto sus dinámicas propias en el 
territorio como la tradicionalidad minera de 
las comunidades. Independientemente de la 
clasificación a la que hace parte (según la ley) 
conviven con la explotación minería a gran 
escala, con los postulados de sostenibilidad 
ambiental y desarrollo económico. Esta cara 
no solo es invisible, sino que, como resulta-
do de las estrategias estatales para combatir la 
minería ilegal ha sido condenada y marginada 
a la pobreza, teniendo como protagonistas a 
grupos vulnerables que son estigmatizados 
y discriminados históricamente al asociarlos 
con lo ilícito y lo ilegal.
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4. CONFLICTOS ASOCIADOS A 
LA ILEGALIDAD EN EL SECTOR 
MINERO EN COLOMBIA. 
APROXIMACIONES A LA OTRA 
CARA DE LA MINERÍA
Como se ha mencionado en repetidas oca-
siones a lo largo de este documento, la ilega-
lidad en el desarrollo de diversas actividades 
económicas como la agricultura o la minería 
obedece en gran parte las dinámicas cíclicas 
generadas por el conflicto armado colombia-
no, pues el alza de los precios y demanda en 
los mercados de metales y minerales como el 
oro y el carbón, han hecho de esta una ac-
tividad de interés para el financiamiento de 
grupos armados al margen de la ley y delin-
cuencia organizada (Contraloría General 
de la República, 2017). De hecho, distintos 
estudios conf irman una relación positiva 
entre los conflictos violentos y la intensifica-
ción en la explotación de oro. Así, las cifras 
de desplazamiento forzado, la tasa de homi-
cidios y masacres (Ibañez & Laverde, 2014) 
se incrementa como consecuencia de la in-
tervención los grupos armados ilegales en las 
actividades económicas en el territorio, par-
ticularmente, en la minería (Ortiz-Riomalo, 
J. & Rettberg, A., 2017). 

Al respecto, existen múltiples voces sociales 
e institucionales que han estudiado los con-
flictos asociados a la ilegalidad del sector. Un 
por ejemplo es la Corte Constitucional, que 
en Sentencia C-259 de 2016 señaló la im-
portancia de combatir la minería ilegal se en-
cuentra en los efectos negativos que produce 
en el ámbito económico, social y ambiental. 
En primer lugar, en el ámbito económico, 
perjudica la planeación macroeconómica y 

las posibilidades de crecimiento del Estado, 
ya que la ilegalidad disminuye las rentas fis-
cales y afecta la generación de regalías como 
recursos que se destinan para financiar pro-
yectos de desarrollo social, económico y am-
biental de las entidades territoriales, con el 
propósito de mejorar las condiciones de vida 
de la población. 

Segundo, en el ámbito social, de acuerdo con 
la Corte, la informalidad minera evita el con-
trol efectivo sobre las condiciones laborales 
en las que se lleva a cabo la explotación de las 
minas, como la proscripción del trabajo in-
fantil y niega la posibilidad de verificar el con-
texto de seguridad en el que se desenvuelve su 
práctica, por ejemplo, en lo referente al uso de 
maquinaria y de medidas de prevención y se-
guridad en las labores mineras. 

Por último, en el ámbito ambiental, reitera 
la Corte que la minería ilegal como actividad 
carente de control ha estado ligada a fenóme-
nos como la erosión del suelo, la liberación de 
sustancias tóxicas (el cianuro y el mercurio), 
el manejo inadecuado de fuentes de agua y la 
producción de polvo y ruido por encima de 
los niveles permitidos. 

En ese sentido, como se evidenció en el acá-
pite 3.2., la respuesta institucional para con-
trarrestar estos efectos de la minería ilegal ha 
mostrado un muy bajo grado de efectividad 
debido a que la política minera no contem-
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plaba la necesidad de introducirse al interior 
de zonas mineras y la cultura de las comu-
nidades que la desarrollaban, pues, tenía un 
enfoque esencialmente centralizado. Una 
constante del Estado es intervenir en el sector 
alejado de la población minera y su entorno, 
su debilidad institucional centralizada da 
paso a la institucional de la violencia de los 
grupos al margen de la ley que asumieron su 
papel en la ilegalidad (Contraloría General de 
la República, 2017), lo que ha favorecido la 
expansión del margen de acción de estos gru-
pos en los territorios con depósitos mineros, 
que han sido explotado durante años.

Lo anterior se ve reflejado en cifras relaciona-
das con las hectáreas sobre las cuales se desa-

rrolla la minería ilegal, así como de los títulos 
mineros otorgados que reflejan la ineficiencia 
de la regulación para la formalización minera. 
Según cifras del Ejército Nacional, 100.000 
hectáreas de minería a cielo abierto son “ile-
gales” y el 51 % está en zonas excluibles, como 
reservas forestales o parques naturales. Ade-
más, de las explotaciones mineras de oro que 
se pueden detectar con imágenes satelitales 
(excluyendo subterráneas y de subsistencia), 
el 73 % son ilegales (Mongabay, 2023). De he-
cho, en el 2022 se identificaron 46.550 hec-
táreas de Evidencias de Explotación de Oro 
por Aluvión (EVOA) en zonas excluibles de 
la minería (49 % del total nacional), en su ma-
yoría localizadas en zonas de reserva forestal 
(tabla 5) (UNDOC, 2022). 

Tabla 5 . Producción de oro y EVOA en la categoría de explo-
tación ilícita por departamento

Nota. UNDOC, 2022, pág. 98.
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De esta manera, un gran porcentaje de la minería que se desarrolla en el país se explota de ma-
nera ilícita y, a la fecha, solo el 6 % de las Unidades de Producción Minera de oro se encuentran 
en tránsito a la legalidad (ver figura 16)

Figura 16. Naturaleza de las UPM en Colombia

Nota. UNDOC, 2022.

Según la Contraloría General de la Repúbli-
ca, el 85 % del oro que exporta Colombia, es 
producto de la minería ilegal. De hecho, más 
del 70 % del oro extraído en Colombia proce-
de de grupos armados ilegales, según un in-
forme publicado por la OEA en el 2022. Esto 
ha generado afectaciones ambientales críticas 
en los departamentos de Antioquia, Cundi-
namarca, Chocó y Bolívar, particularmente 
en el medio ambiente, en los ríos Cauca, Ne-
chí, Atrato, Nus (El Tiempo, 2023), Inírida y 
Apaporis (Mongabay, 2023).

Según la Brigada contra la Extracción Ilíci-
ta de Minerales del Ministerio de Defensa, 
a 2019, la minería ilegal se extiende por 26 

de los 32 departamentos del país y 340 mu-
nicipios (ver figura 17). Tiene focos princi-
palmente en los departamentos del Chocó, 
ocupando el primer lugar con el 40% del total 
nacional de EVOA (UNDOC, 2022); segui-
do de Antioquia, Bolívar, Valle del Cauca, 
Nariño y Córdoba, en donde se registran in-
crementos de EVOA por encima de 11%. Si 
bien los territorios en donde se desarrolla la 
minería de oro en mayor cantidad son An-
tioquia, Chocó, Bolívar, Cauca y Nariño, en 
otros departamentos con menor producción, 
la minería de oro se desarrolla de manera ilíci-
ta casi en su totalidad. Entre estos, se destacan 
el Valle del Cauca, Guainía, Caquetá, Putu-
mayo, La Guajira, Caldas y Córdoba.
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Figura 17. Mapa de minería 
ilegal en Colombia

Por otra parte, si bien este informe se centra en el aná-
lisis de la problemática de la minería ilegal en contraste 
con la informal de oro y carbón principalmente, hay 
actores en búsqueda de coltán, uranio y otros minerales 
y metales que acrescente el problema, por ejemplo, en 
el departamento de Guainía. La extracción de carbón y 
otros materiales de arrastre de manera ilícita, general-
mente, se realizan con una intensión de enriquecimien-
to ilícito, pero su vinculación es menor con la presencia 
y control de grupos armados que la extracción de oro 
(Restrepo, J., 2019). 

Este último es el fenómeno más común y se presenta 
en 187 municipios del país, y ha crecido de forma expo-
nencial en los últimos años, debido al aprovechamien-

to de esta actividad por parte de grupos armados para 
su sostenimiento y financiación (Restrepo, J., 2019). 
De hecho, según el coronel Alberto Montenegro, co-
mandante de la Brigada contra la Extracción Ilícita de 
Minerales, “la extracción de oro es una actividad más 
rentable que el narcotráfico”, en términos de rentabi-
lidad y de tiempo. De hecho, para el 2022, el área del 
territorio destinada a la explotación ilícita de oro in-
crementó 5000 hectáreas más en relación con el 2021, 
localizadas principalmente en el Chocó, Antioquia y 
Nariño (UNDOC, 2022).

Además, existe una coincidencia en las zonas en donde 
se han registrado cultivos ilícitos de coca y en donde, 
ahora, se desarrolla minería de oro de forma ilícita, ya 

Nota. UNDOC, 2022.
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sea en reemplazo de la primera o de manera 
paralela (ver f igura 16). En el año 2021, se 
identificó que, aproximadamente en el 44% 
de los territorios con presencia de EVOA en 

tierra convergen cultivos de coca, esto corres-
ponde a 76 municipios de los 101 en donde 
hay EVOA, ubicados principalmente en An-
tioquia y Chocó (UNDOC, 2022). 

Figura 18 . Coincidencia de cultivos de coca y minería de oro

Nota. UNDOC, 2022.
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Generalmente, en dichos escenarios, estos 
grupos otorgaban “permisos”, cobraban “im-
puestos” e imponían su orden social en los 
territorios. Así, no solo actúan en el marco 
de la ilegalidad con fines lucrativos, sino que 
ejercen un control territorial y político sobre 
la población que habita dichos territorios 
(El País & Cisneros, 2022). A partir del uso 
de mecanismos como la extorsión, el robo de 
la producción y la participación en la cadena 
de valor con la compra irregular de la produc-
ción para el lavado de activos, los grupos ar-
mados al margen de la ley terminan afectando 
los derechos de la población minera. De esta 
manera, la simple dicotomía entre legalidad e 
ilegalidad no refleja del todo la realidad de los 
contextos en los que se desarrolla la actividad 
minera, e invisibiliza a poblaciones cuyos de-
rechos deben ser protegidos por el Estado y 
respetado por terceros, como las empresas. 

Puede resultar una obviedad señalar que no 
todos los mineros de oro de la MAPE per-
tenecen a grupos armados ilegales, aunque 
puede ser discutible afirmar que gran parte 
de estos mineros pueden estar bajo su opre-
sión por medio de la coacción de las armas y la 
violencia. En tal sentido, Restrepo J. (2019) 
explica que se presentan temporadas/épocas 
del año, a lo largo de las distintas regiones del 
país, en las que miembros de comunidades 
con necesidades básicas insatisfechas o comu-
nidades nómadas llegan a zonas en donde ya 
se ha determinado la presencia del mineral 

o existen vetas. Este tipo de dinámicas tem-
porales favorece los escenarios en donde las 
actividades de extracción de minerales son 
controladas por organizaciones al margen de 
la ley, pues gran parte de la población es vícti-
ma de violencia y amenazas por parte de estas 
organizaciones. En consecuencia, sus posibi-
lidades de formalización o reconversión son 
mínimas o nulas, generando un ciclo conti-
nuo de violaciones a derechos humanos y de 
sometimiento a violencias por falta de garan-
tías y alternativas (CREER, 2016). 

En conclusión, la convergencia de activida-
des y actores económicos en los territorios 
mineros genera coincidencias y sinergias 
entre lo que institucional se considera le-
gal y lo que no, así como entre las distintas 
dimensiones de la minería, que terminan 
entretejiendo el desarrollo del territorio y 
exacerbando la desigualdad en la población. 
Ante la ausencia de una estrategia integral 
y de respuestas articuladas por parte de la 
institucionalidad frente a las actividades ile-
gales, se hace imposible implementar en la 
actividad minera criterios de sostenibilidad 
y dignificar las condiciones de la MAPE en 
los territorios. Circunstancias que, en las 
próximas líneas, son explicadas a partir de las 
implicaciones económicas, sociales e incluso 
políticas, que tiene la minería ilegal sobre la 
MAPE, como uno de los grupos con mayor 
grado de vulnerabilidad en estos contextos.
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5. IMPLICACIONES DE LA MINERÍA 
ILEGAL EN LA MAPE
Según Rubiano, Vélez y Rueda (2020), la 
MAPE se ha soportado en su mayor parte en 
la mano de obra campesina, reconfigurando 
los modos de vida rurales pues 

...recurren a esta actividad minera para esca-
par de la pobreza: para otros, constituye una 
actividad con legado ancestral, o bien una 
fuente de ingresos adicional a la agricultura. 
La mayoría de las operaciones (de la MAPE) 
ocurre en condiciones de informalidad: la 
fuerza laboral no cuenta con seguridad social 
ni laboral; y tampoco cuentan con permisos 
ambientales legales. 

En la práctica, las narrativas institucionales de 
intervención de la MAPE se categorizan por 
su informalidad o por operar sin los requeri-
mientos legales como minería ilegal, lo cual 
ha marginado, estigmatizado y perseguido 
a los mineros pequeños y artesanales. Desde 
un enfoque de interseccionalidad, estas na-
rrativas tienen enormes implicaciones en los 
derechos humanos de una población rural, 
que es campesina, indígena/afrodescendien-
te, víctima de conflicto y, además, equiparada 
con grupos armados ilegales u organizaciones 
criminales, que ha justificado intervenciones 
de política criminal hacia estas comunidades. 

Ahora, sin desconocer, las relaciones entre 
la MAPE y estos grupos/organizaciones que 
disputan o despojan de sus territorios mine-

ros, que esclavizan su fuerza laboral o con-
dicionan su práctica minera, que generan 
relaciones comerciales forzadas o voluntarias, 
que obligan a transitar de las economías ile-
gales (de cultivos ilícitos, trata de personas, 
desforestación a la minería ilegal), entre otras. 
Para entender estos fenómenos alrededor de 
la MAPE, se requiere superar las aproxima-
ciones jurídicas tradicionales que pretenden 
definirla a partir de categorías fijas, como la 
escala de las operaciones y el volumen de pro-
ducción (Hruschka y Echavarría, 2011). 

Para repensar este fenómeno minero es ne-
cesario acudir a la etnograf ía o la sociolo-
gía, que exigen cuestionar las suposiciones 
sobre motivaciones, prácticas, población 
minera involucrada en la MAPE, es decir, se 
requiere, de acuerdo con (Huggins, Bus, & 
Rutherford, 2017), superar ideas generali-
zantes sobre los contextos violentos donde 
predomina la pobreza y el crimen. En otras 
palabras, de ninguna manera la MAPE pue-
de ser vista como homogénea, todo lo con-
trario, en estas prácticas mineras abundan la 
diversidad en cuanto a las técnicas de extrac-
ción y procesamiento, los tipos de material 
extraídos, la organización social del trabajo, 
los niveles de formalización y las motivacio-
nes para llevarla a cabo, entre otras diferen-
cias (Rubiano, Vélez y Rueda, 2020). 
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Por otro lado, las instituciones, regulaciones 
y marcos legales que han intentado de mane-
ra incesante controlar y contener a la MAPE 
dentro de la legalidad. Así, se manifiesta en 
el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Administrativo de Minas y Energía (Decreto 
1666 de 2016) que define la minería de subsis-
tencia como “la actividad minera desarrollada 
por personas naturales o grupo de personas 
que se dedican a la extracción y recolección, a 
cielo abierto, de arenas y gravas de río destina-
das a la industria de la construcción, arcillas, 
metales preciosos, piedras preciosas y semi-
preciosas, por medios y herramientas manua-
les, sin la utilización de ningún tipo de equipo 
mecanizado o maquinaria para su arranque”, 
se revela claramente que parte de categorías 
f ijas, como la escala de las operaciones y el 
volumen de producción. Aquí, se encuen-
tra alguno de los factores que influyen en la 
informalidad de la MAPE, pues se descono-
ce la importancia y heterogeneidad de dicha 
actividad para las comunidades rural, lo que 
ha resultado en normativas y procesos que 
no corresponden a las realidades locales y que 
imposibilitan su cumplimiento. Además, las 
grandes inversiones y apoyo estatal están diri-
gidos principalmente al fortalecimiento de la 
gran y mediana minería (Mesa de la Sociedad 
Civil para la Transparencia en las Industrias 
Extractivas & Fundación Atabaque, 2022). 
Por ende, no han contado con la protección 
suficiente para garantizar su sustentabilidad y 
la de las comunidades que la practican. 

Este es el caso de muchos mineros artesanales, 
algunos de ellos desplazados de departamen-
tos como el Nariño, que han encontrado en la 
minería una fuente de sustento, y se resisten 
a ser considerados mineros ilegales. De ahí la 
importancia de la lucha por el reconocimien-

to de su trabajo para evitar un nuevo despla-
zamiento (El País & Cisneros, 2022). Parale-
lamente, existe un nuevo sujeto de derechos, 
reconocido por la Corte Constitucional, que 
ha sido afectado por la minería ilegal a gran 
escala: la naturaleza, principalmente los ríos 
en los que opera dicha actividad y demás eco-
sistemas que los rodean. Un ejemplo de ello 
se encuentra en el río Dagua, que fue explo-
tado y contaminado en mayor medida entre 
el 2009 y el 2011 a la altura de Zaragoza, en 
el Valle del Cauca (El País & Cisneros, 2022). 

¿Cómo superar las categorías jurídicas tradi-
cionales de la MAPE, en términos dualistas 
de legalidad/ilegalidad? Un primer paso es 
entender estas prácticas mineras según la no-
ción de pluralismo legal, que reconoce la pre-
sencia de más de un orden regulatorio en un 
mismo espacio sociopolítico, esto es, aplicar 
el principio constitucional de la intercultu-
ralidad que permite concebir diversos siste-
mas jurídicos pensados desde cosmovisiones 
ancestrales como las comunidades indígenas, 
afrodescendientes, campesinos, etc. Cada 
contexto de la MAPE no es necesariamente 
ilegal ni tampoco se encuentra ajeno respecto 
a las intervenciones de los Estados. Segundo, 
se requiere, además de reconocer la variación 
entre las escalas de producción en la práctica 
minera, determinar el legado tradicional de 
esta actividad en las comunidades mineras, el 
cual necesariamente es una actividad fluida, 
móvil y heterogénea. Un último paso sería no 
asociar las prácticas mineras de la MAPE a la 
minería criminal o ilegal, pues esta actividad 
económica se determina únicamente cuando 
son actores armados o grupos de crimen orga-
nizado extraen o se apropian del mineral.
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Implicaciones económicas 
Principalmente, el desarrollo de la actividad 
minera en condiciones de ilegalidad facilita la 
evasión tributaria, de tasas por uso de recur-
sos naturales renovables y del suelo, así como 
el menoscabo de la fiscalización de recursos y 
control sobre los requerimientos técnicos de 
la actividad. Parte de estas consecuencias se 
equiparán también a la minería informal, lo 
que genera que el pequeño minero o minero 
artesanal perciba la formalización como un 
incremento de costos (Contraloría General 
de la República, 2017). Por ello, es necesario 
considerar los contextos desde distintas pers-
pectivas y circunstancias de las poblaciones 
involucradas en la extracción, transformación 
y comercio de los minerales. 

•	 Otras consecuencias que se derivan de la 
explotación minera ilegal se destacan:

•	 Genera evasión de impuestos, de compen-
saciones, de regalías, etc.

•	 Inflación de los precios de productos y ser-
vicios básicos en los lugares en donde opera.

•	 Promueve la masificación del contrabando 
y la ilegalidad en toda la cadena de valor de 
la minería. 

•	 Promueve la tercerización y el deterioro de 
las condiciones laborales.

•	 Ausencia de encadenamientos produc-
tivos, particularmente de comunidades 
étnicas.

•	 Incide de forma negativa en el cambio de 
dinámicas económicas y de mercado a nivel 
nacional. 

•	 Incentiva la confluencia de otras econo-
mías ilegales en el territorio, como la tra-
ta de personas, desforestación, cultivos 
ilícitos, etc. 

Implicaciones socioambientales

•	 Dentro de las implicaciones sociales que 
tiene la minería ilegal en los territorios, se 
resaltan los daños relacionados con el me-
dio ambiente y aquellos relacionados con 
el ejercicio de los derechos humanos. En el 
primer grupo se derivan todos los alusivos 
a la contaminación de cuerpos de agua, 
tierra, aire y demás recursos ecosistémicos, 
incluyendo ecosistemas y áreas protegidas 
por el Estado. En el segundo grupo se des-
tacan los que implican afectaciones sobre 
cualquier derecho económico, social, cul-
tural o incluso, entre los cuales sobresalen: 

•	 Incremento significativo en las tasas de ho-
micidios y número de víctimas en masacres 

perpetradas por grupos armados ilegales. 

•	 Extinción cultural de comunidades ances-
trales.

•	 Daños en las fuentes de agua cercanas a zo-
nas de minería ilegal con niveles exagerada-
mente altos de mercurio y/o cianuro.

•	 Precarización laboral y trabajo en condi-
ciones de inseguridad técnica, riesgos en 
salud ocupacional, etc.

•	 Desplazamiento o despojo del territorio de 
comunidades campesinas, indígenas, afro, 
entre otras.
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•	 Pérdida de prácticas ancestrales que deter-
minan la identidad de las comunidades ét-
nicas, como la minería ancestral.

•	 Ocupación ilegal de tierras, incluyendo 
territorios o zonas protegidas por el Esta-
do, debido a su importancia ambiental y 
social. 

•	 Situaciones de violencia generalizada, in-
cluyendo la persecución y amenaza de per-
sonas defensoras de derechos humanos.

•	 Afectaciones a la salud de comunidades 
aledañas a las actividades mineras.

•	 Estigmatización de grupos poblacionales, 
especialmente de mineros informales que 
desarrollan la MAPE.

•	 Aumento en los niveles de pobreza y mar-
ginación de poblaciones dedicadas a la ac-
tividad minera.

•	 Incremento en los índices de trabajo forzo-
so e infantil, entre otros.

Implicaciones políticas
Por último, la minería ilegal repercute de for-
ma negativa en las competencias del Estado 
para el control territorial y su capacidad para 
garantizar plenamente el ejercicio de los de-
rechos de la población. Dicho de otra mane-
ra, la institucionalidad se debilita por efectos 
de la violencia o la corrupción a nivel local 
y nacional, lo que incide en un abandono o 
ausencia al satisfacer las necesidades básicas y 
de accionar los mecanismos de control de los 
territorios. A su vez, esto genera una mayor 
desarticulación institucional y desconfianza 
de la población en las entidades estatales, lo 
que puede explicar, en parte, la baja respuesta 
de la población frente a la iniciativa de forma-
lización minera, especialmente en la MAPE. 

•	 Adicionalmente, se presentan implicacio-
nes como: 

•	 Vulneración de los derechos políticos de la 
población, por constreñimiento al sufra-
gante, corrupción electoral, alteración de 
resultados electorales, etc.

•	 Pérdida del control territorial de las entida-
des estatales. 

•	 Desconocimiento de la reconfiguración 
del mapa minero. 

•	 Inestabilidad política e institucional a nivel 
territorial.
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6. DEBILIDAD O AUSENCIA DE 
LA FUERZA PÚBLICA Y DE LA 
SEGURIDAD DEL TERRITORIO, 
ENTRE OTRAS.
Situación de derechos humanos de la po-
blación minera en Colombia. Análisis de 
los DESC

La situación crítica de los derechos de la po-
blación minera no ha cambiado mucho desde 
la época colonial, que en sus inicios se erigió 
en un régimen esclavista, bajo el cual se so-
metieron comunidades afrodescendientes 
durante varios siglos. De esta manera, como 
lo sostiene Sierra-Camargo, J. (2019), la eco-
nomía colonial estuvo soportada por el traba-
jo de estas comunidades, incluyendo activi-
dades como la explotación del oro y la plata. 
No obstante, esta actividad también ha sido 
una práctica ancestral que han desarrollado 
las comunidades indígenas y afrodescendien-
tes como fuente de subsistencia que, en los 
contextos latinoamericanos de desigualdad y 
pobreza, terminan exacerbándose las afecta-
ciones a los derechos humanos.

Como se ha mencionado anteriormente, las 
dimensiones de la minería del modelo orto-
doxo han favorecido la minería a gran escala, 
inclusive con la creación de marcos normati-
vos y lineamientos que orientan las activida-
des del sector, en relación con aspectos técni-
cos, económicos y socioambientales. Por ello, 
todavía queda un largo camino que recorrer 
para lograr un equilibrio entre quien realiza 

la actividad minera y quienes convergen en el 
territorio en donde se lleva a cabo. 

Frente a las dinámicas que pueden ser consi-
deradas de la minería ilegal existe un desco-
nocimiento sobre cuáles son sus implicacio-
nes para los derechos human de las personas 
o comunidades que se relacionan de alguna 
forma con esta actividad. Tal como se men-
cionó anteriormente, los distintos métodos, 
técnicas, tipos y clasificaciones de la minería 
la han convertido en una de las actividades 
económicas más heterogéneas. Por ello, sus 
clasificaciones pueden ser tan extensas como 
minerales, métodos de extracción, tipo de 
organización, nivel de formalización y moti-
vaciones halla para llevarla a cabo (CESED, 
2020). Más allá de la clasificación, es necesario 
reiterar, que resulta imprescindible entender 
los contextos y motivaciones que dan origen 
a la minería de hecho.

Entender los contextos requiere identificar y 
conocer relaciones de la población minera, lo 
cual se logra desde el diálogo intercultural, la 
participación/consulta previa de las comuni-
dades étnicas, el reconocimiento de las prác-
ticas tradicionales del campesino/minero, el 
consenso político entre la población, la indus-
tria y el Estado alrededor de los desafíos que 
supone la minería ilegal en Colombia, etc. 
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En ese sentido, el estudio de las dinámicas de 
los actores involucrados y sus interrelaciones 
también suponen un esfuerzo por alcanzar 
consensos sociales que contribuyan a la gene-
ración de confianza y que permite mejorar el 
conocimiento de los beneficios y perjuicios 
que puede tener esta actividad para cada ac-
tor, así como proporcionar soluciones que se 
ajusten más a sus realidades (Silva, S., 2017).

Después de caracterizar la actividad minera 
en Colombia, el contexto de los departamen-

tos que presentan mayores niveles de minería 
ilegal, el marco normativo establecido para la 
erradicación de esta actividad y las dinámicas 
que convergen en los contextos en donde se 
desarrolla esta actividad al margen de la le-
galidad, es necesario identificar los actores 
que intervienen en este contexto, para luego 
identificar las principales afectaciones sobre 
los derechos económicos, sociales y cultura-
les que genera la minería ilegal.

6.1. Mapeo de los actores que intervienen en el 
contexto de la minería ilegal en Colombia
La minería formal y legal, que configuran 
apenas una de las dimensiones de esta acti-
vidad, presentan una fuerte intervención y 
regulación que le ha impuesto controles de 
seguimiento, no solo técnico-operaciona-
les, sino en aspectos sociales y ambientales, 
como los reglamentos técnicos de seguridad 
y salud ocupacional, trabajo y descanso, 
controles en las emisiones de gases y sustan-
cias contaminantes, residuos, etc. Inclusive, 
las tendencias regulatorias a nivel mundial 
en materia de debida diligencia en derechos 
humanos han generado una mayor inclu-
sión de otro tipo de actores, especialmente 
los titulares de derechos humanos en la ges-
tión de la gran minería. 

Empero, en la cara aún oculta de la minería 
hay otras dimensiones e implicaciones, in-
cluso, muchas brechas por las que todavía 
no se preocupa la minería ortodoxa, que ha 
dejado de lado temas de diversidad, inclu-
sión y la necesidad de entender los sistemas 
políticos y las relaciones sociales desde el 
pluralismo para determinar las formas de 
poder y quiénes las ostentan (Weible, 2006), 
a través de caracterización de los actores in-
volucrados en la minería ilegal e informal, 

incluyendo las mismas estructuras crimina-
les, así como los grupos poblacionales im-
plicados en esta actividad. 

Por lo anterior, se hace necesario identificar 
los actores relevantes en el sector minero, que 
permitirá determinar y entender los contex-
tos sociales, económicos, culturales y la iden-
tidad política de cada región. Esto, también 
se traduce en las características identitarias 
de la población, sus niveles y condiciones 
de vida, su posicionamiento social y las 
condiciones que rodean el nivel de vida que 
poseen, incluyendo condiciones medioam-
bientales, que faciliten la toma de decisio-
nes en respuesta a los conflictos que genera 
la minería ilegal en los territorios (Silva, S., 
2017). Estos aspectos orientan el mapeo de 
los sujetos que pueden estar en situación de 
vulnerabilidad o en riesgo de ver sus derechos 
humanos afectados o impactados por deter-
minada actividad. 

Ahora bien, los vacíos en la identificación de 
estos sujetos invisibilizan las dinámicas que 
los afectan y, a su vez, dificultan la gestión 
para el respeto de los derechos humanos por 
parte de los actores que tienen deberes fren-
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te a estos (CREER, 2016). La marginación a 
la que se han visto expuestos distintos acto-
res de la población minera, se origina a partir 
de la dificultad para identificar y diferenciar 
entre quienes desarrollan actividades mineras 
de manera informal y aquellos que lo realizan 
en el marco de la ilegalidad. Particularmente, 
las comunidades y familias que desarrollan la 
MAPE, pueden encontrarse en cualquiera de 
los dos escenarios. En el primero, derivado de 
las barreras que presentan los procesos de for-
malización minera establecidos en la ley; en 
la segunda, como consecuencia de la coer-
ción que se deriva del control territorial y 
social ejercido por grupos armados al mar-
gen de la ley o Bacrim. 

•	 Así, la identificación y diferenciación de los 
actores que hacen parte de los contextos en 
los que se desarrolla la minería ilegal repre-
senta uno de los mayores desafíos en la im-
plementación de un enfoque de derechos 
humanos en el desarrollo de las actividades 
de minería. Por ello, un primer acercamien-
to para realizar este mapeo es a través de la 
identificación de los grupos de interés que 
se encuentran en las zonas en donde se de-
sarrolla la actividad minera. Usualmente, 
estos se clasifican en: 

•	 Autoridades estatales

•	 Empresas

•	 Comunidades y/o titulares de derechos 

Organizaciones de sociedad civil y ONGs

•	 Los contextos y circunstancias particulares 
en las que se desarrolla la minería ilegal re-
quieren un esfuerzo mayor por caracterizar 
a los actores involucrados. Para ello, el Plan 
de Formalización Minera (Ley 2250 de 

2022) identifica una primera clasificación 
para quienes desarrollan actividades mine-
ras, determinada por la existencia o no de 
un título minero. Esto con base en el últi-
mo Censo Departamental Minero Colom-
biano, realizado entre 2010 y 2011, en el 
que se concluyó que el 63 % de los mineros 
no trabajaban bajo el amparo de un título 
minero ni licencia ambiental (Ministerio 
de Minas y Energía, 2022). Luego, integra 
dos categorías adicionales:

•	 Mineros en tránsito a la formalización: los 
define como “aquellos que han radicado 
solicitudes ante las autoridades minera y 
ambiental competentes, y según corres-
ponda a cada proceso disponible” (Mi-
nisterio de Minas y Energía, 2022). Según 
cifras de la ANM y el Ministerio de Minas 
y Energía, a octubre de 2022, se registraron 
un total de 12.546 mineros en tránsito a la 
formalización. 

Mineros con vocación de regularización: se 
definen como “aquellos que han sido identi-
ficados por la institucionalidad en el marco de 
las gestiones de formalización que han venido 
adelantando, y que han manifestado su inte-
rés en desarrollar la actividad en el marco de 
lo establecido en la legislación” (Ministerio de 
Minas y Energía, 2022). Sin embargo, quie-
nes se encuentran en esta categoría aún no 
han realizado la solicitud ante las autoridades 
competentes. La Dirección de Formalización 
Minera identificó a 10.059 mineros con voca-
ción de regularización para octubre de 2022.

Por otra parte, se identifica la necesidad de un 
acercamiento a los territorios para identificar 
y caracterizar a los actores involucrados en los 
contextos en los que se desarrolla la minería 
ilegal, como se muestra a continuación. 
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Tabla 6. Población que se dedica a la minería

Nota. Elaboración propia

Personas o 
grupos que 
se dedican a 
la minería

Pequeños mineros y mineros tradicionales y/o de subsistencia

Mineros informales 

Mineros ilegales

Pequeños y medianos mineros

Asociaciones mineras

Grandes empresas mineras

Propietarios de terrenos

Propietarios de títulos mineros

Inversionistas

Chatarreros y recicladores

Dragueros y operarios de máquina amarilla

Miembros de la cadena de valor del oro

Comunidades 
locales

Pobladores de zonas urbanas

Líderes sociales

Comunidades indígenas o afrodescendientes

Campesinos o ganaderos

Asociaciones comunitarias

Juntas de Acción Comunal

Comerciantes

Miembros de ONGs
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Dentro del grupo de mineros, cualquiera 
que sea su clasif icación, es imprescindible 
determinar la vocación con la que el actor 
desempeña la actividad minera, pues, de ello 
dependen los tipos de impactos a los que es-
tará expuesto (Soto, A., 2013). Así, dentro de 
la MAPE existen distintas vocaciones que de-
terminan el tipo de actor involucrado. De esta 
manera, pueden clasificarse en: i) pequeños 
productores, ii) trabajadores mineros y iii) 
mineros familiares. Por ejemplo, los mineros 
de la MAPE que desarrollan la actividad con 
una vocación de tradición ancestral se expo-
nen a la pérdida esta práctica como parte de 
su identidad y la de su cultura, que repercute 
en su derecho a autodeterminación, además 
de perder una fuente de subsistencia. Por el 
contrario, los pequeños mineros que se de-
dican a la extracción aurífera como actividad 
de subsistencia, pueden verse afectados, no 
solo en la posibilidad de acceso a medios de 
vida dignos, sino al desarrollo de esta labor en 
condiciones equitativas y satisfactorias, que le 
permita integrarse en las cadenas productivas.

En línea con lo anterior, hay diferentes escena-
rios en los que puede encontrarse el actor mi-
nero o la población minera. El primero, aquel 
en el que se encuentra formalizado, es decir, 
cuenta con un título o está en proceso de for-
malización, pero tiene una relación con otros 
tipos de minería, como la MAPE, es decir, con-
vergen distintas calidades en un mismo actor 
o grupo de mineros. Un segundo escenario 
puede suceder cuando se traslapa la actividad 
de un minero artesanal o tradicional con la 
minería ilegal, caso en el que este minero tra-
dicional sigue haciendo parte de la MAPE, con 
todas sus implicaciones, pero, también hace 
parte de la cadena productiva de la minería ile-
gal. En este caso, se hace necesario identificar 
las razones por las cuales tiene estos nexos con 
la ilegalidad, pues usualmente obedece a coac-
ción o subsistencia en el territorio. 

Finalmente, pueden converger la minería ile-
gal con los eslabones de la cadena que comer-
cializan los productos de manera legal, caso 
en el cual se termina desdibujando la ilegali-
dad de la actividad, y se favorecen las condi-
ciones de los grupos que se dedican a ella. 

Tabla 7. Miembros de grupos armados

Miembros de 
grupos armados 
ilegales

Grupos paramilitares

Señores de la guerra

Grupos insurgentes

Nota. Elaboración propia
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En general, se sabe que los grupos armados al 
margen de la ley se han beneficiado de la mi-
nería ilegal para financiar sus actividades en 
el territorio nacional. De hecho, muchos de 
ellos operan a través de campamentos o enta-
bles mineros, cuyos propietarios hacen parte 
de estas organizaciones delictivas o a través de 
la extorsión de los dueños de los entables. Por 
ejemplo, en varios municipios han operado 
las “vacunas” como una forma de extorsión 
de los grupos armados ilegales para ejercer 

control territorial en las zonas en donde se 
encuentra su entable, a cabio de garantizar 
sus operaciones o abstenerse de cometer otro 
tipo de actos violentos en contra de la pobla-
ción (Soto, A., 2013). Particularmente, en el 
territorio colombiano, algunos de los grupos 
armados ilegales con mayor incidencia en la 
minería ilegal han sido las FARC, y actual-
mente las disidencias de este grupo, las Auto-
defensas Gaitanistas de Colombia (AGC) el 
ELN, las Águilas Negras, 

Tabla 8. El Estado y sus agencias y agentes

Nota. Elaboración propia con base en Bonilla Calle, 2023

Estado y sus 
agencias y 
agentes

Secretaría departamental de minas

Miembros de la policía y el ejército

Alcaldes y autoridades territoriales

Corporaciones Autónomas Regionales

Autoridades judiciales

Defensorías regionales

Personerías municipales
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Figura 19. Ejemplo de interacción de actores de minería de oro en Buriticá y el Bajo 
Cauca

Nota. Tomado de Bonilla Calle, 2023.

Estos actores, a su vez, pueden agruparse 
según su vínculo con la minería de oro y su 
proximidad con el Estado. Además, una vez 
identif icados y caracterizados, es necesario 
analizar las interacciones existentes entre ellos 
para entender las relaciones de poder, control 
y subordinación que gobiernan los territo-

rios. En consecuencia, se facilita el análisis 
multidimensional de los actores involucrados 
en la minería ilegal para entender la realidad 
de los territorios y tomar decisiones y poner 
en marcha planes que se ajusten a la diversi-
dad y heterogeneidad de los territorios (Boni-
lla, Calle, 2023).
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6.2. Principales afectaciones de la minería ilegal 
en los derechos económicos sociales y culturales
Los derechos humanos están inevitablemen-
te interrelacionados, de ahí que no se puede 
adoptar una visión estática o atomizada de es-
tos, que pueden verse afectados por la opera-
ción de determinada actividad económica. Por 
ejemplo, los derechos de la naturaleza, recono-
cidos actualmente más allá de su conexidad 
con el derecho a un medio ambiente sano, van 
a tener incidencia en derechos sociales y cultu-
rales, como el derecho a la vida y la salud, así 
como a la identidad cultural (CREER, 2016). 
De la misma forma, si existe esta interrelación 
entre los derechos, la plenitud del ejercicio de 
un derecho potencia el ejercicio de otros.

A pesar de los retos que supone todavía imple-
mentar un enfoque de derechos humanos en 
las actividades mineras, incluso de las grandes 
empresas, existe ya todo un marco normativo 
de iniciativas y mecanismos que refuerzan la 
idea de la sostenibilidad, del desarrollo sosteni-
ble y, en la actualidad, de derechos humanos. 
A partir de estos se han desarrollado diversas 
formas de autorregularse y rendir cuentas, más 
aún los Estados están muy presentes en el mo-
nitoreo del cumplimiento de dichas regulacio-
nes y cada vez más a la vanguardia de actualizar 
sus legislaciones en torno a nuevas exigencias 
para el respeto de los derechos humanos, como 
lo es la debida diligencia empresarial. 

No obstante, la otra cara de la minería, que, en 
medio de los desarrollos normativos y jurispru-
denciales deja desprotegidos a los actores que 
parecen ser invisibles a los ojos del Estado en los 
territorios. A pesar de avanzar en la formaliza-
ción minera como un instrumento que busca 
blindar la actividad y a quienes la realizan de 
garantías, existen todavía muchas realidades, 
como se evidencia en la definición y caracteri-
zación de la MAPE y puntos de encuentro con 

población minera y no minera en los marcos 
de la legalidad, la ilegalidad y la informalidad. 
Son justamente esas tensiones en las que se 
traslapan los contextos mineros existentes en 
Colombia, en las que se genera una mayor afec-
tación de los derechos de la población. 

•	 Por eso, este análisis de las afectaciones a los 
derechos económicos, sociales y culturales 
se organiza con base en las implicaciones de 
la minería en dos dimensiones, atendiendo 
a los titulares de derechos afectados en este 
tipo de situaciones:

•	 Las afectaciones de la minería ilegal hacia 
afuera: analiza los impactos sobre los dere-
chos de la población que no practica o desa-
rrolla algún tipo de actividad minera. 

Afectaciones al interior de la minería ilegal: 
aborda cómo los impactos identificados afec-
tan a quienes desarrollan actividades mineras, 
particularmente de la MAPE. 

Estas situaciones se identificaron a partir de la 
triangulación y análisis de distintas fuentes de 
información, tanto cualitativas como cuanti-
tativas, tomando como base estudios previos 
sobre los impactos de la minería en la pobla-
ción, y se actualizaron a partir de información 
relevada de entrevistas y noticias de actualidad. 

Cabe resaltar que el análisis de los impactos a 
los derechos mencionados se realiza de forma 
generalizada, pues para realizar un estudio de-
tallado de estos mismos impactos en las zonas, 
municipios o departamentos en donde se de-
sarrolla la minería ilegal se requiere un estudio 
más profundo in situ que permita poner en 
práctica el análisis de contexto y caracteriza-
ción de los actores antes descrita. 



84

DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

6.3. Afectaciones de la minería ilegal hacia afuera
Derecho a la salud 

Tabla 9. Salud

Titulares de dere-
cho afectados

Tipo de minería en la 
que se suele presentar

Otros derechos huma-
nos relacionados

Poblaciones aleda-
ñas a las Unidades 
de Producción de 
Minería ilegales

Personas en con-
dición de vul-
nerabilidad: 

Niños, niñas y 
adolescentes

Comunida-
des étnicas

Legal

Ilegal

Informal

MAPE

Derecho a condicio-
nes de vida digna

Derecho al acceso al agua

Derecho a la alimentación

Derecho a la libre determi-
nación de los pueblos

Nota. Elaboración propia, 2024.

Los métodos utilizados por quienes llevan a 
cabo actividades de minería ilegal, principal-
mente de oro y de materiales de construcción, 
generalmente implican el uso de mercurio, 
cianuro y dragas que no solo destruyen eco-
sistemas completos, sino que contaminan 
afluentes de vital importancia para la subsis-
tencia de algunas poblaciones. Estas quedan 
expuestas a sustancias tóxicas y contamina-
ción del aire, que deriva en afectaciones a la 
salud por la acumulación de sustancias tóxi-
cas en el cuerpo (Olivero Verbel, 2014).

Para el caso del oro, estudios han demostrado 
una incidencia por intoxicación de metales 
pesados 1,7 veces superior en municipios con 
mayores niveles de producción, en compara-
ción al promedio de municipios. En el caso de 
los materiales de construcción, se evidenció 
una incidencia del 50 % de intoxicación ma-
yor por sustancias químicas. El impacto que 
causa el mercurio es casi imperceptible en un 
inicio. Empero, es una sustancia que se acu-

mula en los afluentes y en los animales que 
los habitan, destruyendo hábitats acuáticos 
y generando cambios en el curso de los ríos. 
Además, los peces que lo consumen sirven de 
alimento para las personas que se aprovisio-
nan de peces de estos ríos, lo que se termina 
acumulando en el organismo de las personas 
o, al cocinarlo, se convierte en un contami-
nante que deriva en enfermedades como pa-
rálisis cerebral. 

Dentro de los efectos del mercurio en la salud 
humana, se identifica la enfermedad de Mina-
mata, que es un síndrome neurológico grave y 
permanente causada por el envenenamiento 
por mercurio (Defensoría del Pueblo, 2016). 
Además, la ingesta de esta sustancia en mu-
jeres gestantes resulta perjudicial, tanto para 
las madres, como para el feto, toda vez que 
puede atravesar la barrera placentaria y causar 
daños en el aparato reproductivo. Asimismo, 
la inhalación del vapor de mercurio que se li-
bera durante la quema de amalgamas que se 
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realizan manualmente, así como su absorción 
a través de la piel, genera un alto nivel de ex-
posición tanto de los mineros de la MAPE, 
como de las comunidades que habitan en zo-
nas de minería. De hecho, algunos estudios de 
salud revelan que en los lugares del mundo en 
donde se practica la MAPE muestran altos ni-
veles de mercurio en los mineros, muchos de 
ellos expuestos a niveles de mercurio 50 veces 
superiores al límite máximo aceptable de ex-
posición fijados por la Organización Mundial 
de la Salud (PNUMA, 2008).

Los departamentos en los que más se ha uti-
lizado mercurio para la extracción de oro en 
Colombia han sido Antioquia, Bolívar, Cau-
ca, Nariño, Chocó, Córdoba y Risaralda, y en 
menor medida, Putumayo, Vaupés, Caquetá, 
Guainía y Amazonas (Semana, 2014). Por 
otra parte, la inexistencia de estudios de línea 
base que permitan determinar la presencia 
de enfermedades por la vinculación minera 
de las poblaciones, dif icultan dimensionar 
y plantear medidas de salud pública idóneas 

para hacer frente a este impacto. Sin embar-
go, estudios realizados con muestras de re-
cursos ecosistémicos y fauna alrededor de las 
minas, han permitido evidenciar la presencia 
de metales tóxicos y sustancias químicas que 
pueden repercutir en la salud de la población 
(Guerrero Castilla, Olivero Verbel & Marru-
go Negrete, 2014).

Para hacer frente a esta situación, actualmen-
te se encuentra proscrito el uso de mercurio 
en actividades mineras. De igual forma, auto-
ridades estatales, como las secretarías de mi-
nas a nivel regional, han impartido capacita-
ciones a mineros artesanales o de subsistencia 
para evitar su uso en sus actividades de extrac-
ción (Restrepo, J., 2019). No obstante, los 
actores que desarrollan la minería en el marco 
de la ilegalidad lo siguen utilizando por ser 
uno de los mecanismos más sencillos y efec-
tivos para remover el suelo. Por lo tanto, los 
efectos ambientales y a la salud siguen siendo 
objeto de preocupación en los territorios en 
donde se desarrolla la minería ilegal. 

Derecho a un nivel de vida adecuado 

Tabla 10. Nivel de vida

Titulares de derecho afectados
Tipo de mine-
ría en la que se 
suele presentar

Otros derechos hu-
manos relacionados

Poblaciones aledañas a las Unida-
des de Producción Minera ilegales

Población en condición 
de vulnerabilidad

Niños, niñas y adolescentes

Comunidades étnicas

Ilegal

Derecho a condicio-
nes de vida digna

Derecho a la libre deter-
minación de los pueblos

Derecho a la li-
bre circulación

Derecho a la seguridad
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Afectación a las condiciones de vida de gru-
pos o poblaciones vulnerables por la presen-
cia de grupos armados al margen de la ley y 
bandas criminales que desarrollan minería 
ilegalPrincipio del formulario

Los impactos de la minería ilegal no devienen 
únicamente de las dinámicas que usualmente 
conlleva la explotación bajo el control o pre-
sencia de grupos armados ilegales, sino que, 
como se evidenció anteriormente, existen 
condiciones estructurales de base que con-
tribuyen a generar entornos propicios para 
el desarrollo de este tipo de conflictos. Parti-
cularmente, en los municipios con mayores 
niveles de producción de oro, que reciben 
ingresos por regalías y donde operan grandes 
empresas mineras, presentan un menor nivel 
de desarrollo económico y bienestar en la po-
blación (UNDOC, 2022). Esto, refleja desde 
muchas perspectivas, la incapacidad del Esta-
do para proteger a cabalidad los derechos de la 
población a la vida, la seguridad y un nivel de 
vida adecuado y digno, entre otros.

De tal forma que, en los territorios con esca-
sa presencia estatal, se da paso a que otro tipo 
de actores, como las empresas o los grupos 
armados al margen de la ley “tomen el lugar” 
del Estado, ya sea para ejercer control e impo-
ner un orden, o para cubrir ciertas necesida-
des básicas que no han sido satisfechas. Esto 
explica el incremento de la violencia en los 
municipios en donde se desarrolla la minería 
de oro a partir del año 2000, pues los grupos 
armados al margen de la ley han empleado es-
trategias directas e indirectas para participar 
en la cadena de valor del oro (Ortiz-Riomalo, 
J. & Rettberg, A., 2017). En consecuencia, las 
poblaciones aledañas a las cuencas ribereñas 
en donde se desarrolla dicha actividad, espe-
cialmente aquellas que manifiestan su incon-

formismo u oposición, han sido víctimas de 
extorsión, amenazas, homicidios y demás for-
mas de violencia. Esto incluye a los operado-
res y mineros de oro, independientemente de 
su escala o grado de formalización, que desa-
rrollan actividades mineras e inevitablemente 
resultan involucrados en las cadenas produc-
tivas de la minería ilegal (Ortiz-Riomalo, J. & 
Rettberg, A., 2017).

Estos grupos tienden a “suplantar” funciones 
estatales en territorios marginados y con altos 
índices de pobreza. De esta manera, regulan 
actividades económicas, cobran “impuestos” 
e imponen normas sociales, usualmente a 
través de la coacción y la violencia. Esto, por 
supuesto, genera una serie de situaciones que 
vulneran un sin número de derechos huma-
nos, como el derecho a la libre circulación y 
permanencia, el derecho a la propiedad y la 
propiedad colectiva y demás derechos de los 
pueblos étnicos con relación al territorio, así 
como de normas del DIH. Por ejemplo, el 
desplazamiento o reasentamiento de las po-
blaciones genera deserción escolar, reubica-
ción o desaparición de centros educativos. 

Los bajos ingresos, la desigualdad y de desa-
rrollo en zonas rurales y la ausencia estatal en 
las zonas en donde se lleva a cabo la minería 
ilegal, no solo exacerba la pobreza en la pobla-
ción, sino que favorece las dinámicas de vio-
lencia gestadas por estos actores. Por tanto, 
se imposibilita el acceso a servicios de salud 
oportunos, de educación de calidad, de opor-
tunidades de empleo y demás servicios bási-
cos para la supervivencia de la población, con-
denándolos no solo a circunstancias que los 
ponen en situación de vulnerabilidad, sino a 
riesgos para la vida, la integridad y el desarro-
llo de la persona en condiciones de dignidad. 
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Derechos de los niños, niñas y adolescentes
Tabla 11. Derechos de NNA

Titulares de de-
recho afectados

Tipo de minería en la 
que se suele presentar

Otros derechos huma-
nos relacionados

Poblaciones aleda-
ñas a las Unidades 
de Producción 
Minera ilegales

Población en 
condición de 
vulnerabilidad

Niños, niñas y 
adolescentes

Ilegal

Derecho a condicio-
nes de vida digna

Derecho a la educación

Derecho a la seguridad

Prohibición del trabajo infantil

Nota. Elaboración propia

Afectaciones a los derechos de los niños, ni-
ñas y adolescentes generados por la minería 
ilegal que exacerban las condiciones de vulne-
rabilidad y pobreza en los contextos en donde 
crecen y se desarrollan

Como se mencionó antes, los contextos en 
donde se desarrolla la minería ilegal, usual-
mente se caracterizan por ser zonas rurales 
con altos niveles de pobreza y dif icultades 
para el acceso a servicios básicos como la sa-
lud, el agua o la educación. Así ocurre en el 
Bajo Cauca, en Chocó y en los demás depar-
tamentos y municipios que registran mayo-
res producciones de metales y minerales. Este 
tipo de carencias en los territorios repercuten 
especialmente en el disfrute de los derechos 
de grupos poblacionales en condición de vul-
nerabilidad, como lo son los niños, niñas y 
adolescentes, cuyo futuro depende, en gran 
medida, de las condiciones y oportunidades 
ofrecidas durante la infancia. 

Si a lo anterior se suma el desarrollo de activi-
dades ilegales en un contexto de conflicto ar-

mado, se exacerban las condiciones de pobre-
za y aumenta la inseguridad que atenta contra 
su vida e integridad. En dichos escenarios 
incrementan los índices de trabajo y recluta-
miento infantil en las minas. Por este motivo, 
se han desarrollado algunas iniciativas a nivel 
mundial para erradicar el trabajo infantil de 
los niños que participan en la minería, por 
ejemplo, la OIT con el programa InFocus 
sobre el Trabajo Infantil (IPEC por sus siglas 
en inglés). Sin embargo, en Colombia, este 
fenómeno se explica a partir del análisis de 
dos dimensiones de la minería. Por una parte, 
debe reconocerse que en la MAPE esta activi-
dad hace parte de la identidad cultural de las 
comunidades afro, por lo que es transmitida 
entre generaciones desde temprana edad. A 
su vez, al ser una actividad que se desarrolla 
como fuente de sustento en muchos casos, la 
ocupación del grupo familiar gira en torno a 
la producción de oro, dificultando la reparti-
ción de labores en el hogar, como el cuidado y 
educación de los niños y niñas.
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Por otra parte, los fenómenos migratorios generados 
por el conflicto armado y ligados a la actividad mi-
nera generan fenómenos como la deserción escolar, 
la reubicación o desaparición de centros educativos 
que impiden la estabilidad y/o calidad de la educación 
ofrecida a los niños, niñas y adolescentes. En el mismo 
sentido, las condiciones de pobreza generalizada ter-
minan obligando a esta población a no estudiar para 
vincularse a la actividad minera o a los mismos grupos 
armados ilegales. De esta manera, se presenta una do-
ble victimización a las comunidades, por una parte, 
por la actividad de los grupos armados al margen de 
la ley; por otra, la incapacidad del Estado a brindar 
acompañamiento y protección (Mesa de la Sociedad 
Civil para la Transparencia en las Industrias Extracti-
vas & Fundación Atabaque, 2022).

Por lo anterior, a través de políticas públicas, el gobier-
no colombiano ha procurado generar intervenciones 
que permitan prevenir los impactos sobre estos dere-
chos, por ejemplo, a través de la focalización las regio-
nes mineras en el programa de Familias en Acción. Sin 
embargo, actualmente persisten altos niveles de trabajo 
infantil en zonas de explotación minera, pues estas polí-
ticas no han tenido la cobertura y el alcance necesario a 
nivel territorial para hacer frente a este impacto. Para el 
2015, se incluyeron algunos municipios en la interven-
ción como Anori, Zaragoza, EL Bagre y Yolombó en 
el departamento de Antioquia, Santa Rosa del Sur en 
Bolívar y Condoto en Chocó (figura 18). Así mismo, se 
evidencia la presencia de trabajo infantil en zonas rura-
les en donde el programa de Familias en Acción todavía 
no tiene cobertura.

Figura 20. Municipios con trabajo 
infantil y zonas de explotación mi-
nera

Nota. Extraído de CREER, 2016.



89

SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LA POBLACIÓN MINERA COLOMBIANA

Otro ejemplo es el plan decenal de educación que tiene como objetivo garantizar el derecho a la educación en todo 
el territorio nacional. Sin embargo, al no considerarlos cambios en patrones poblacionales generados por activida-
des mineras o en contextos de minería ilegal, no cuenta con suficientes herramientas para atender los incrementos 
de la demanda por educación, o el deterioro en la oferta por la migración de docentes.

6.4. Afectaciones al interior de la minería ilegal 
Derecho a la salud 

Tabla 12. Salud

Titulares de de-
recho afectados

Tipo de minería en la 
que se suele presentar

Otros derechos huma-
nos relacionados

Pequeños mi-
neros y mineros 
artesanales 
de la MAPE

Ilegal

Informal

MAPE

Derecho a condiciones de vida digna.

Derecho al acceso al agua.

Derecho a la alimentación.

Derecho a la libre determi-
nación de los pueblos.

Derecho al trabajo en condicio-
nes satisfactorias y equitativas.

Derecho a la seguridad social. 

Derecho a la seguridad.

Nota. Elaboración propia

La MAPE suele ser conocida por la carencia de condicio-
nes de salubridad y seguridad en la que se realiza (Hents-
chel, Hruschka y Priester, 2002). Esto configura una razón 
más por la cual esta actividad y los mineros que se dedican 
a ella han sido marginados por el Estado al adoptar diná-
micas que no reconocen la importancia de la MAPE y que 
no corresponden a las realidades locales, condenándolos 
a vivir en circunstancias de pobreza, incluyendo precarie-
dad en los servicios de salud y en los elementos disponibles 
para llevar a cabo sus labores. En ese sentido, los riesgos 
para la salud pueden clasificarse en i) químicos, ii) biológi-
cos, iii) biomecánicos, iv) físicos y v) psicosociales. 

Como parte de los riesgos químicos se destacan los relacio-
nados con el contacto o exposición a sustancias como el 
mercurio o el cianuro, que son utilizados en la MAPE para 

extraer el oro a lo largo del proceso de la minería. La in-
toxicación por mercurio se manifiesta generalmente en el 
deterioro neurológico, renal y autoinmune (OMS, 2013). 
Por su parte, el cianuro puede intervenir en la respiración a 
nivel celular y causar efectos secundarios más graves, hasta 
la muerte. Frente a los riesgos biológicos, los mineros de 
la MAPE son susceptibles a una variedad de infecciones 
debido a su constante exposición al agua y la ausencia o in-
adecuada infraestructura y saneamiento. En el mismo sen-
tido, frente a los riesgos biomecánicos y físicos, existe una 
alta probabilidad de padecer de deterioros a nivel óseo y 
muscular, generados por las grandes y prolongadas cargas 
de trabajo, que implican un esfuerzo físico significativo. 
Entre estos, se destacan trastornos musculoesqueléticos, 
sobreesfuerzo y traumas físicos (OMS, 2017).
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Adicionalmente, los riesgos para la salud de 
quienes realizan la actividad minera en con-
textos de informalidad, o como resultado de 
la coacción de quienes llevan a cabo la minería 
ilegal, se ven exacerbados por falta de condi-
ciones laborales que aseguren el cumplimien-
to de normas de seguridad y salud en el tra-
bajo, que se exigen para la grande y mediana 
minería. Estos riesgos son sobre todo de ca-
rácter psicosocial y físicos, que pueden ma-
nifestarse en el consumo de drogas y alcohol, 
violencia o carencias nutricionales. 

Por último, es necesario considerar un en-
foque diferencial para las mujeres y niños, 
niñas y adolescentes en este riesgo. Precisa-
mente, debido a la cantidad de tareas que 
desempeñan las mujeres en el desarrollo de 
la MAPE se exponen a muchos más riesgos, 
considerando las particularidades biológicas 
reproductivas que se suman como un favor 
de vulnerabilidad, especialmente cuando se 

encuentran en gestación. Cuando la mine-
ría artesanal se traslapa con la minería ilegal, 
especialmente en ubicaciones remotas o de 
difícil acceso, las mujeres se enfrentan a ries-
gos adicionales debido al aislamiento social 
y la vulnerabilidad al abuso f ísico y sexual 
(Kelly, King-Close & Perks, 2014). 

En el caso de los niños que participan en la 
MAPE, existen riesgos connaturales a la ac-
tividad adicionales a los antes mencionados, 
que pueden afectar su desarrollo f ísico, in-
telectual y emocional, derivados de los que 
conocemos de manera ortodoxa como traba-
jo infantil. Uno de los riesgos más evidentes 
para los niños es la malnutrición y las lesiones 
físicas, especialmente a nivel óseo. Por su par-
te, las niñas suelen estar expuestas a abusos fí-
sicos y sexuales, especialmente en su etapa de 
desarrollo y crecimiento (OMS, 2017).
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Derecho a un nivel de vida adecuado 

Tabla 13. Nivel de vida

Titulares de dere-
cho afectados

Tipo de minería en la 
que se suele presentar

Otros derechos huma-
nos relacionados

Pequeños mineros y 
mineros artesanales

Poblaciones aledañas a 
las Unidades de Produc-
ción Minera ilegales

Niños, niñas y ado-
lescentes

Comunidades étnicas

Ilegal

Derecho a condicio-
nes de vida digna

Derecho a la libre deter-
minación de los pueblos

Derecho a la libre circulación

Derecho a la seguridad

Nota. Elaboración propia 

Afectación a las condiciones de vida de 
los mineros de la MAPE por la presencia 
de grupos armados al margen de la ley y 
bandas criminales 

La minería de oro ha contribuido a mantener 
financieramente las actividades de los grupos 
armados al margen de la ley desde finales de 
los años 80, por ende, a apalancar su estrategia 
de expansión militar. Para ejecutarla, se sabe 
que ejercen actos de represión, como el cobro 
de exacciones a operadores mineros y com-
praventas de oro a cambio de seguridad y no 
agresión. Así mismo, participan directamente 
en la comercialización del oro y en distintas 
partes de la cadena productiva, influyendo in-
cluso en el pago y distribución de regalías en 
los departamentos (Ortiz-Riomalo, J. & Re-
ttberg, A., 2017). Esto, es un reflejo de como a 
través de estrategias directas e indirectas, han 
captado ingresos y rentas generados a lo largo 
de la cadena de valor del oro. Esto, también 
varia atendiendo a la forma de la estructura 
organizacional de cara grupo, pues entre más 
descentralizadas, como los paramilitares o 
el ELN, mayor es el beneficio que obtienen 
(Ortiz-Riomalo, J. & Rettberg, A., 2017). 

Como resultado de estas estrategias para 
desarrollar la actividad minera ilegal en los 
territorios, los actores armados al margen de 
la ley emplean estrategias dirigidas a coaccio-
nar a quienes ya desarrollan esta actividad, 
generalmente mineros artesanales o peque-
ños mineros, ya sea en condiciones de forma-
lidad o informalidad. Esto generó dinámicas 
de violencia como desplazamiento forzado 
y desposesión de comunidades locales y tra-
dicionales. En ese sentido, los mineros de la 
MAPE pueden terminar relacionándose o 
participar de la minería ilegal de dos formas. 
La primera, alude a los escenarios en los que 
los grupos armados tienen control sobre la 
actividad minera y explotan las minas por 
medio de la contratación de mano de obra 
local o traída de las regiones. Además, par-
ticipan directamente en la comercialización 
del oro. La segunda, se refiere a una modali-
dad indirecta en la que los grupos armados 
desarrollan un vínculo con la minería, es de-
cir, no intervienen en la extracción del oro, 
pero obtienen los beneficios directos a través 
de “impuestos” o “vacunas” a los pequeños 
mineros o mineros artesanales (FIP, 2021). 
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Por su parte, las respuestas estatales para ha-
cer abordar estos escenarios ha sido la apuesta 
por la formalización minera. Sin embargo, la 
normatividad estableció requisitos que supo-
nen barreras técnicas y económicas que limi-
tan el acceso de los mineros de la MAPE para 
beneficiarse de estas oportunidades. De esta 
forma, se sigue criminalizando a los pequeños 
mineros y mineros artesanales que desarro-
llan la actividad extractiva de manera infor-
mal, propiciando condiciones de injusticia, 
desigualdad y marginación de esta población, 
que encuentra en la minería su única fuente 
de sustento (CLASCO, 2015). Mientras tan-
to, los actores que desarrollan la minería de 
manera ilegal y que incentivan el contraban-
do de minerales “negros”, como el coltán, el 
tantalio o el titanio continúan impunes ope-
rando en zonas como el suroriente de país y 
extendiéndose por la Amazonía colombiana 
(CREER, 2016b).

Particularmente, en contextos en donde se 
desarrolla la minería informal, la inflexibi-
lidad de la normativa minera y la dificultad 
para aplicarla a las realidades territoriales 
contribuyen a tensiones y al estigma de la cri-
minalización de comunidades y actores que 
desarrollan la MAPE (CREER, 2016b). El 
surgimiento de explotación de MAPE de oro 
ha generado una transformación en las cultu-
ras y los sistemas de valores de muchas comu-
nidades. Esto, a su vez, genera la reducción de 
presencia de parte de entidades y organismos 
estatales de control, facilitando el aumento de 

la presencia y el ejercicio de poder por parte 
de grupos armados organizados al margen de 
la ley y BACRIM (Mesa de la Sociedad Civil 
para la Transparencia en las Industrias Extrac-
tivas & Fundación Atabaque, 2022). 

Además, la desarticulación de políticas pú-
blicas sectoriales y de ordenamiento territo-
rial con las realidades propias de los territo-
rios genera conflictos entre las comunidades, 
la institucionalidad y deslegitima las institu-
ciones del sector. En consecuencia, se afecta 
la gobernanza y gobernabilidad de los terri-
torios, haciendo que el marco normativo 
desarrollado para la minería sea inoperan-
te, especialmente en contextos en donde se 
desarrolla la minería ilegal, así como para la 
MAPE y la formalización de títulos mine-
ros. La actividad minera en el país presenta 
vacíos importantes en su regulación, dando 
lugar a inseguridad jurídica para los actores 
que desarrollan dicha actividad. 

En consecuencia, parte de las problemáticas 
identificadas en la ley de formalización mine-
ra es la ampliación de los plazos para iniciar 
el proceso, que desnaturaliza su carácter ex-
cepcional, así como la falta de aseguramiento 
de calidades técnicas e integridad de los pro-
yectos para la titulación de la minería, que, en 
muchos casos, ha favorecido a grupos arma-
dos ilegales y BACRIM.
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Derecho al trabajo

Ausencia de un enfoque diferencial que garantice el acceso y desarrollo de actividades mineras 
en condiciones de equidad

Tabla 14. Trabajo

Titulares de dere-
cho afectados

Tipo de minería en la 
que se suele presentar

Otros derechos huma-
nos relacionados

Pequeños mineros y 
mineros artesanales

Poblaciones aleda-
ñas a las Unidades 
de Producción 
Minera ilegales

Niños, niñas y 
adolescentes

Comunidades étnicas

Ilegal

Derecho a condiciones de vida digna

Derecho a la libre determi-
nación de los pueblos

Derecho a la libre circulación

Derecho a la seguridad

Derecho a la igualdad material

Aplicar el concepto de trabajo decente a la 
MAPE supone la aplicación de la formali-
zación de las relaciones laborales, ofrecer 
un entorno seguro y saludable para quienes 
practican la extracción minera, la existen-
cia de protección social y la eliminación de 
cualquier forma de discriminación o trabajo 
forzoso (Alianza por la Minería Responsable 
& Fairmined, 2015). Empero, en contextos 
de actividades mineras ilegales, no hay nada 
más alejado o desprendido de la realidad. De 
hecho, algunos de los métodos de extracción 
minera de la MAPE suponen riesgos para la 
salud per se, sin mencionar que, el desarrollo 
de estas actividades en condiciones de infor-
malidad, condena a los pequeños mineros y 
mineros artesanales a pocas o nulas garantías 
laborales y presentan un alto grado de exposi-
ción a riesgos de accidentalidad. 

En términos de seguridad social en salud, 
el 76 % de los trabajadores de la MAPE en 
condiciones de informalidad se encuentran 

af iliados al régimen subsidiado de salud, lo 
que indica que se reportan como desem-
pleados. En contraste, solo una pequeña 
proporción de las minas que desarrollan ac-
tividades de minería en condición de infor-
malidad, tienen af iliados a sus trabajadores 
al sistema de seguridad social en pensión y 
riesgos profesionales y mucho menos, uti-
lizan elementos de seguridad industrial en 
sus labores (Mesa de la Sociedad Civil para 
la Transparencia en las Industrias Extracti-
vas & Fundación Atabaque, 2022).

Por otra parte, en los escenarios de minería 
ilegal en contextos en donde hay presencia 
de grupos armados ilegales, la inflexibilidad 
de la normatividad minera contribuye a la 
criminalización de los mineros de la MAPE, 
además de su exposición continua a todo tipo 
de amenazas y actos violentos. Por ejemplo, el 
desalojamiento o invasión de sus territorios, 
las “vacunas” o extorsiones, la posibilidad 
de la destrucción de las herramientas con las 
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que llevan a cabo la actividad extractiva, el 
sometimiento a condiciones abusivas para 
poder seguir trabajando, entre otras (Güi-
za, 2015). En consecuencia, estas dinámicas 
impiden la participación de los mineros en 
discusiones relacionadas con sus condicio-
nes laborales y de vida, menos aún, acceder 
a protecciones laborales como las Adminis-
tradoras de Riesgos (ARL). 

Dentro de este impacto, también se identifica 
una afectación diferenciada para las mujeres, 
quienes, en desarrollo de la MAPE, cum-
plen una doble labor: la de cuidar el hogar 

y trabajar en la minería. Esto incrementa su 
situación de vulnerabilidad, exponiéndola 
no solo a los riesgos derivados de la minería 
ilegal, sino a fenómenos relacionados con la 
violencia de género, que ha sido normalizada, 
especialmente en comunidades mineras de 
algunas culturas, así como a la brecha salarial 
(Mesa de la Sociedad Civil para la Transpa-
rencia en las Industrias Extractivas & Funda-
ción Atabaque, 2022). 

Limitaciones para ejercer el derecho a la aso-
ciación por parte de los mineros de la MAPE 
y de la gran minería

Tabla 15. Limitaciones

Titulares de dere-
cho afectados

Tipo de minería en la 
que se suele presentar

Otros derechos huma-
nos relacionados

Pequeños mineros y 
mineros artesanales

Ilegal

Informal

MAPE

Derecho a condicio-
nes de vida digna

Derecho a la libre determi-
nación de los pueblos

Derecho a la libre circulación

Derecho a la seguridad

Derecho a la igualdad material

Nota. Elaboración propia 

Los mineros de la MAPE pueden estar orga-
nizados en grupos para desarrollar la extrac-
ción de oro y otros minerales. Sin embargo, 
este tipo de agrupaciones usualmente respon-
den a las estructuras familiares o comunita-
rias, que responden a tradiciones ancestrales 
o formas de organización para la subsistencia 
del núcleo familiar. También, pueden existir 
estructuras pequeñas de mineros, como aque-
llos que se han dedicado a esta actividad como 
una alternativa económica después de haber 

sido desplazados y despojados de sus tierras y 
pertenencias, en medio del conflicto armado 
colombiano. A pesar de identificarse la orga-
nización de los mineros de la MAPE en pe-
queños grupos, por lo general, estas carecen 
de una estructura representativa organizada, 
lo que dif iculta la garantía de condiciones 
para su participación en la toma de decisiones 
que los involucren (Soto, A., 2013).

A lo anterior se suman las dinámicas genera-
das por los mecanismos de coerción ejercidos 
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por los grupos armados ilegales que tienen 
el control territorial de ciertos territorios, 
y que impiden el ejercicio de los derechos 
laborales reconocidos, incluyendo el de la 
asociación. De hecho, en los territorios en 
donde se han conformado o ya existían aso-
ciaciones de mineros o sindicatos, se han 
ejercido actos de violencia como forma de 
represión, siendo las zonas mineras en don-
de mayor número de crímenes contra sin-
dicalistas se reportan, incluyendo los de la 
gran minería. Un ejemplo de ello fue el caso 

de las amenazas contra los sindicatos Sintra-
mienergetica, Funtraenergetica y Sintraime, 
durante el paro minero de 2013. 

Al igual que ocurre con las personas defen-
soras de derechos humanos, los miembros 
de sindicatos del sector han sido víctimas de 
violencia durante años, posicionando a Co-
lombia como uno de los países en donde se 
registran altos niveles de violencia contra esta 
población en el mundo. 

Derechos culturales

Ocupación de territorios ancestrales de co-
munidades étnicas por parte de grupos ar-

mados ilegales y BACRIM en desarrollo de 
actividades mineras

Tabla 16. Comunidades

Titulares de dere-
cho afectados

Tipo de minería en la 
que se suele presentar

Otros derechos huma-
nos relacionados

Pequeños mineros y 
mineros ancestrales 
pertenecientes a 
comunidades étnicas

Ilegal

MAPE

Derecho a condicio-
nes de vida digna

Derecho a la libre determi-
nación de los pueblos

Derecho a la libre circulación

Derecho a la participación

Derecho a la educación

Derecho a la salud

Derecho a la propiedad colectiva

Derecho a la seguridad

Derecho a la igualdad material

Nota. Elaboración propia 

Como se mencionó anteriormente, una parte 
importante de los títulos mineros otorgados 
para la explotación de minerales y metales 
en Colombia, corresponden a territorios de 
comunidades indígenas o afrodescendientes 
y raizales (figura 21). Además, la presencia y 

accionar de grupos armados ilegales, respon-
sables de desplazamientos forzados, afecta a 
esta población, especialmente en los departa-
mentos de Chocó (figura 22), Nariño y ahora 
de la Amazonía colombiana con la amenaza 
de extensión de dicha actividad a otros terri-
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torios al sur del país. Esto, impide el ejercicio de su derecho a disponer libremente de sus rique-
zas y recursos naturales, afecta el derecho a la propiedad colectiva y a la autodeterminación de 
los pueblos, privándolos de sus propios medios de subsistencia y pone en riesgo su identidad 
cultural, amenaza con el tejido social y la existencia misma de las comunidades étnicas. 

Figura 21. Confluencia de títulos mineros en territorios de comunidades indígenas y 
afro

Nota. CRIC, 2017	
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Figura 22. Exploraciones mineras en Chocó

Nota. Geoactivismo, 2023
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Por otra parte, la intervención de actores en 
territorios étnicos sin el agotamiento de la con-
sulta previa, libre e informada afecta el derecho 
a la participación de las comunidades en deci-
siones que las involucran en su relación con el 
territorio y los recursos ecosistémicos, e impac-
ta sus derechos culturales reconocidos amplia-
mente en el marco internacional y nacional. 
Por ejemplo, a partir de la acumulación de sedi-
mentos en los cauces de los ríos, o la alteración 
en su curso, que impide el desarrollo de otras 
actividades culturales de subsistencia, como 
la pesca y el abastecimiento de agua. Además, 
el riesgo a ser desalojados al que se exponen 
como consecuencia de la criminalización a la 
que se han visto expuestos, genera una pér-
dida de la identidad cultural, así como de sus 
medios de subsistencia. 

Así lo reflejan numerosas denuncias que se 
han realizado, como en la sentencia T-204 
de 2014, en la que la Corte Constitucional 
amparó los derechos de un minero tradicio-
nal que desempeñó su oficio durante más de 
diez (10) años en canteras de materiales de 
construcción, que fue desalojado por orden 
de la alcaldía, quien ordenó el cierre y sus-
pensión de trabajos, luego de recibir el recha-
zo de una solicitud de legalización minera de 
la mina de hecho. El rechazo se fundó en la 
protección de zonas de reserva forestal en el 
lugar en donde la alcaldía planeaba ejecutar 
obras de infraestructura. En este escenario, 
se le ampararon los derechos al mínimo vital 
y al trabajo del peticionario bajo el principio 
de confianza legítima. 

Además, la Corte se ha pronunciado repeti-
das veces sobre el principio constitucional 
de participación de las personas, familias y 

6  Ver Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-194 de 1999; Sentencia T-606 de 2015; Sentencia 
T-133 de 2017.

comunidades potencialmente afectadas por 
proyectos mineros y otras actividades6, re-
conociendo que se trata de actividades que 
interfieren en elementos definitorios de su 
identidad, más aún cuando desarrollan activi-
dades de la MAPE como fuente de subsisten-
cia. En ese sentido, se reconoce que, históri-
camente las comunidades indígenas y afro se 
han visto despojadas numerosas veces de sus 
tierras y, en consecuencia, de sus actividades 
y dinámicas productivas, como las minas y la 
posibilidad de explotarlas como práctica an-
cestral. Así ocurrió durante el siglo XX, por 
ejemplo, con las comunidades de Marmato 
que practicaban la minería tradicional como 
práctica cultural basada en la autonomía y 
la solidaridad (Corte Constitucional de Co-
lombia, sentencia SU 133 de 2017).

Lo anterior, evidencia una vez más la brecha 
entre las medidas que adopta el Estado con-
siderando solo una cara de la minería, pues, a 
pesar del reconocimiento de la MAPE como 
parte de la cultura ancestral y la identidad de 
comunidades indígenas y afro, las medidas si-
guen aplicándose de manera generalizada, sin 
realizar una diferenciación de los actores que 
pueden converger en un mismo territorio. De 
esta manera, pareciera que las medidas adop-
tadas por los gobiernos, incluyendo el actual, 
respondieran a la lógica de “el f in justif ica 
los medios”, en la que muchos mineros de la 
MAPE se han visto afectados y desprovistos 
de protección alguna, pues las barreras para 
acceder a la justicia o a remedio, desincenti-
van su búsqueda y efectividad, perpetuando 
las dinámicas que afectan continuamente los 
derechos constitucionalmente reconocidos a 
las comunidades étnicas.
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Derechos económicos

Afectación a los derechos de libertad de empresa y libre competencia de los mineros 
de la MAPE

Tabla 17

Derechos de libertad de empresa

Titulares de dere-
cho afectados

Tipo de minería en la 
que se suele presentar

Otros derechos huma-
nos relacionados

Pequeños mineros y 
mineros ancestrales 
pertenecientes a 
comunidades étnicas

Ilegal

Informal

MAPE

Derecho a condicio-
nes de vida digna

Derecho al trabajo en con-
diciones equitativas

Derecho a la remuneración

Derecho a la libre determi-
nación de los pueblos

Derecho a la no discriminación

Derecho a concurrir al 
mercado o retirarse

El reconocimiento de la diversidad étnica y cul-
tural de la nación colombiana desde la Cons-
titución Política del 91, de la cual se deriva la 
noción de autonomía en la reproducción cul-
tural de las comunidades étnicas y en el recono-
cimiento de distintos sistemas de comprensión 
del mundo al interior del Estado. De manera se 
promueve la explotación de recursos naturales 
(artículo 80 CP) para propiciar el desarrollo eco-
nómico del país. Por ello, como establece Soto, 
“la subsistencia de las comunidades indígenas y 
afro depende de la armonización y balance que 
pueda haber entre la preservación de su integri-
dad social, cultural y económica y la explotación 
de los recursos naturales” (Soto, A., 2013).

En ese sentido, se genera una tensión de carácter 
económico, político y cultural que ha desarro-
llado la Corte Constitucional en la sentencia 

T-769 de 2009 y en la sentencia C-030 de 2008, 
en la que se establece que, a partir del recono-
cimiento de la obligación del Estado por reco-
nocer y proteger las aspiraciones de los pueblos 
étnicos de asumir el control de sus instituciones 
y desarrollo económico (Convenio 169 de la 
OIT), se deben adoptar medidas para asegurar 
a sus miembros gozar de igualdad de derechos 
y oportunidades que la legislación nacional 
otorga a los demás miembros de la población. 
Asimismo, debe ayudar a los miembros de estos 
pueblos a eliminar las diferencias socioeconómi-
cas que puedan existir entre estas comunidades 
y los demás nacionales, de una manera compati-
ble con sus formas de vida. Sin embargo, como 
resultado de esta tensión política y económica, 
la MAPE se enfrenta a escenarios de exclusión 
y criminalización que genera el mismo marco 
normativo que la regula y, a su vez, deriva en la 
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resistencia de las comunidades étnicas, quienes 
reclaman el reconocimiento de una perspectiva 
diferencial para el desarrollo de sus actividades 
económicas (Soto, A., 2013).

Por lo anterior, gran parte de las dificultades eco-
nómicas a las que se enfrentan los mineros de la 
MAPE en la realización de sus actividades obe-
dece, esta tensión que se genera por la gran can-
tidad de intereses que existen alrededor de los 
recursos del sector minero y de asimetrías en el 
poder, lo que genera un alto nivel de competen-
cia por obtener beneficios económicos (Alianza 
por la Minería Responsable & Fairmed, 2011). 
Por lo mismo, a falta de una regulación que re-
conozca la disparidad de poder en el mercado 
minero y a lo largo de las cadenas productivas de 
los metales y minerales, los mineros de la MAPE 
terminan vendiendo sus productos a precios 
bajos en el menor tiempo posible, obteniendo 
ganancias incipientes. Mientras tanto, los que 
trabajan en eslabones más arriba de la cadena 
productiva (comercializadores, intermediarios 
y fabricantes) tienden a obtener mayores bene-
ficios a menor esfuerzo (IIED, 2002). 

Además, la existencia de minería criminal 
exacerba las condiciones de desigualdad y 
sometimiento en las que los mineros de la 
MAPE desarrollan sus actividades. Además, 
los procesos de formalización impulsados 
por la ley no son suf icientes para hacerle 
frente a la minería ilegal o para proteger los 
derechos de los mineros de la MAPE, espe-
cialmente de aquellos que, por algún moti-
vo, se relacionan con esta o que continúan 
en condiciones de informalidad. La falta de 
reconocimiento de las distintas categorías de 
la MAPE representa un gran desafío para la 
protección efectiva de los derechos econó-
micos, sociales y culturales de los pequeños 
mineros y mineros artesanales, pues, dificul-
tan su definición, individualización y estati-
zan la diversidad de actores de la MAPE bajo 

un solo concepto, desconociendo, una vez 
más, las diversas realidades de estos actores. 

Por otra parte, los marcos legales para la MAPE 
deberían evitar imponer restricciones para el 
ejercicio del derecho del productor minero para 
desarrollar esta actividad económica bajo una 
denominación específica de empresa o un nivel 
técnico específico. Sin embargo, los requisitos 
establecidos en la ley, así como las opciones de 
financiamiento y crédito disponibles imponen, 
en la mayoría de los casos, barreras para lograr 
acceder a ellos y cumplirlos (Alianza por la Mi-
nería Responsable & Fairmed, 2011). En ese 
sentido, la informalidad pareciera ser la opción 
más asequible para continuar desarrollando las 
actividades extractivas entre los mineros de la 
MAPE, especialmente, para aquellos que se en-
cuentran sin mayores alternativas, por convivir 
o estar subordinados a las acciones de grupos ar-
mados ilegales en los territorios, para quienes las 
posibilidades de acceder por sus propios medios 
a mercados competitivos de oro y otros minera-
les, es prácticamente nula.

Lo anterior termina dificultando el acceso a 
condiciones dignas y accesibles de los mineros 
de la MAPE para desarrollar su labor, que deri-
va, entre otras afectaciones, en la vulneración al 
derecho al trabajo en condiciones equitativas, 
a una remuneración justa y a la libertad de em-
presa de esta población. Esta última, entendida 
como la “facultad de participación en el mer-
cado a través de actividades empresariales des-
tinadas a la oferta de bienes y servicios” (Corte 
Constitucional de Colombia, Sentencia C 
-228 de 2010). En ese sentido, se entiende bajo 
la definición de dos elementos, i) la iniciativa 
o empresa como expresión de la capacidad de 
emprender, y ii) el aspecto instrumental, rela-
cionado con la abstracción de las formas jurídi-
cas y laborales que la constituyen (SIC, 2018).
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CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES
Conclusiones
La importancia que tiene la actividad mine-
ra para el país no puede verse reflejada única-
mente en las cifras económicas que muestran 
una sola cara del sector, esto es un desarrollo 
pensado desde el crecimiento e indicadores 
macroeconómicos. Detrás de los números y 
las estadísticas se ocultan realidades divergen-
tes que constituyen la otra cara de la minería, 
aquella que se ve reflejada en las circunstancias 
de pobreza, marginación, abandono y crimina-
lización en las que vive gran parte de la pobla-
ción colombiana, especialmente en las zonas 
rurales en donde se practica la MAPE. Esta 
cara, que se ha intentado visibilizar a través de 
distintos medios, empero, su estigmatización 
ha sido normalizada con el pasar de los años al 
igual que las dinámicas asociadas al conflicto 
armado colombiano, con el cual se relacionan 
gran parte de las afectaciones a los derechos hu-
manos identificadas como consecuencia de la 
actividad minera. 

A lo anterior, se suma la ausencia de condi-
ciones mínimas de bienestar, que pueden tra-
ducirse en el ejercicio de los derechos econó-
micos, sociales y culturales, como parte de las 
dinámicas estructurales de base que resultan de 
la incapacidad estatal para proteger las liberta-
des y derechos constitucionalmente reconoci-
dos. Ante la falta de una autoridad que cobije a 
la población en las zonas más alejadas del país y 
que ejerza los atributos estatales de orden, go-
bernanza y control, se genera un contexto pro-
picio para el desarrollo de economías ilegales y 
la continua afectación de derechos humanos. 

Por su parte, el Estado como ente regulador 
ha desarrollado todo un marco normativo 

que alude principalmente a una única dimen-
sión de la minería, invisibilizando una vez 
más las brechas que desconectan las realida-
des de los territorios de la institucionalidad 
centralizada. Si bien, el ordenamiento jurídi-
co colombiano cuenta con un desarrollo nor-
mativo y jurisprudencial que reconoce, define 
y distingue entre la MAPE, mediana y gran 
minería, existen requisitos y desarrollos nor-
mativos contenidos en la ley que no tienen 
en cuenta esta clasif icación, unificando las 
exigencias para todos los tipos de minería. Por 
ello, las soluciones ofrecidas a las problemáti-
cas que se derivan de cada una de las formas 
y tipos de minería no pueden ser uniformes, 
menos aún tratándose de minería de hecho. 

Es por esto que, si bien se han obtenido cifras 
positivas relacionadas con la formalización de 
mineros de la MAPE, las realidades de los te-
rritorios y, especialmente las de los actores de 
la población minera, evidencian que la forma-
lización no es la única solución, mucho menos 
la definitiva, a las problemáticas derivadas de la 
minería ilegal y su relación con las actividades 
de la MAPE, por lo que se requiere adoptar 
distintas perspectivas para abordar dicha pro-
blemática, atendiendo a las interpretaciones y 
desarrollos de la Corte Constitucional al res-
pecto. Adicionalmente, la falta de una meto-
dología que permita identificar y caracterizar 
los contextos y actores que participan o se re-
lacionan con la minería ilegal, exacerba las bre-
chas identificadas desde lo institucional para 
abordar dichos impactos. Por ello, la solución 
no puede limitarse a un acto administrativo 
y al cumplimiento de sus requisitos, sino que 
debe ser un proceso de transformación gradual 
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para lograr una integración plena de los con-
textos y realidades de la población minera en 
las estrategias que se formulen para hacer fren-
te a la minería ilegal. 

Se ha identificado una desarticulación nor-
mativa e institucional en la implementación 
de políticas públicas y estrategias para com-
batir la minería ilegal. En ese sentido, los es-
fuerzos por ajustar y mejorar las leyes para la 
formalización minera que parten del reco-
nocimiento de la divergencia de formas de la 
minería pueden desdibujarse en la práctica. 
De hecho, así se ha evidenciado en los opera-
tivos llevados a cabo por las fuerzas armadas 
colombianas para el desmantelamiento de su-
puestas operaciones de minería ilícita, en las 
que mineros de la MAPE han sido criminali-
zados y han visto afectados sus derechos y los 
de sus familias y comunidades, por una falta 
de articulación institucional.

En el mismo sentido, el reconocimiento de la 
existencia de un conflicto armado en el país 
implica, también, visibilizar de las devastado-
ras consecuencias que este fenómeno de vio-
lencia ha causado en ámbitos sociales, econó-
micos y políticos de la población minera. En 
el caso de la MAPE, la intervención de grupos 
armados al margen de la ley en las actividades 
mineras, así como en otro tipo de activida-
des, como el cultivo de coca, ha ocasionado 
múltiples consecuencias sobre los derechos 

humanos y ambientales de la población que 
converge en los territorios. Así, se sabe que 
dicha intervención responde a la necesidad de 
financiar las actividades de los mismos grupos 
armados ilegales por lo que, mientras haya 
presencia de estos grupos en cualquier parte 
del territorio, continuará la sustitución de las 
economías ilícitas que financian el sosteni-
miento del crimen organizado y de los grupos 
armados ilegales. 

Por último, la forma en que se interrelacio-
nan todos los actores que convergen en el 
territorio minero, entendiendo sus contex-
tos y limitaciones, reflejan la cara oculta de 
la minería, aquella que, aunque se ha estu-
diado y analizado en los últimos años, aún 
existen vacíos o insuficiencia de respuestas 
institucionales a las dimensiones de la mi-
nería de hecho, donde se reconozca el valor 
implícito que tiene las prácticas tradiciona-
les, ancestrales o de subsistencia que tiene la 
actividad minera en los territorios, que están 
obligados convivir con: la pobreza extrema, 
la violencia armada, las economías ilegales, 
etc. Repensar nuestra minería desde un mo-
delo heterogéneo y multidimensional, es de-
cir, deconstruir las históricas respuestas ins-
titucionales que hasta hoy han perpetuado 
las afectaciones a los derechos humanos de 
la población minera más vulnerable.
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Recomendaciones
Teniendo en cuenta las anteriores conclusio-
nes, se presentan algunos elementos que pue-
den orientar la formulación de una estrategia 
más integral para la puesta en marcha de las 
estrategias, políticas públicas y leyes con las 
que se pretenda hacer frente a la minería ilegal 
y a las afectaciones que esta genere sobre los 
derechos humanos de la población minera. 

En primer lugar, es necesario partir de una 
clasif icación intercultural e interseccional, 
que tenga en cuenta el pluralismo normativo 
y la multidimensionalidad que, sin pretender 
definir todos los tipos de minería que existen 
en el país, permita hacer una diferenciación 
entre la MAPE y la minería de hecho, res-
pecto de la minería ilícita/criminal, especial-
mente cuando convergen y se traslapan en 
los territorios. Además, esa caracterización 
se debe realizar entendiendo los contextos 
de las actividades mineras de manera holís-
tica. Esto incluye hacer especial énfasis en la 
identificación de los sujetos que desarrollan 
las actividades mineras, así como de quienes 
se relacionan de alguna forma con estas. De 
esta manera, resultará viable el desarrollo e 
implementación de estrategias diferenciadas 
para abordar las conflictividades que cada 
una de estas conlleva. Para ello, se propone 
ampliar el entendimiento de los criterios y 
certificaciones internacionales desarrollados 
para la minería a gran escala en el marco de la 
responsabilidad social empresarial, la sosteni-
bilidad y la legalidad, particularmente, en ma-
teria de empresa y derechos humanos, con el 
fin de adaptarlos y promoverlos también para 
la extracción minera de pobladores locales 
organizados. Una vía poco explorada institu-
cionalmente es la promoción de actividades 
productivas sostenibles propiciado la imple-
mentación de programas que buscan estable-
cer modos de vida rurales que complementen 

o sustituyan actividades de minería por activi-
dades agrícolas, pecuarias o pesqueras.

Además, es necesario promover el fortaleci-
miento y coordinación de la institucionali-
dad pública sectorial para el establecimiento, 
implementación y seguimiento de acciones 
conjuntas para la prevención, mitigación y 
reparación de afectaciones a derechos hu-
manos. Un ejemplo de ello se encuentra en 
la nueva Política Nacional Minera, que parte 
del entendimiento de las brechas y vacíos de 
sus predecesoras, para adoptar no solo po-
líticas, sino desde estrategias y mecanismos 
que involucren, no solo la institucionalidad 
del sector minero, sino que exista una coor-
dinación institucional al interior del Estado. 
Esto incluye planes de acción o estrategias 
que tiendan hacia la formalidad como una de 
las apuestas que la MAPE podría desempeñar 
(aunque no la única) en términos económi-
cos y sociales, no solo para las comunidades 
que lo ejercen, sino a nivel local y territorial. 
Una oportunidad de articulación se encuen-
tra en las políticas de intervención de la mine-
ría ilegal y del cultivo de uso ilícito, o mejor, 
de los programas de sustitución de cultivos de 
uso ilícito y de “formalización” minera, que 
tienen una cercanía espacial y confluencia de 
actores, aunque cuentan con cadenas de valor 
y ciclos de producción distintos.  

Fortalecer la cultura e identidad de las comu-
nidades que la practican tradicionalmente, y 
consolidar una actividad económica susten-
table, que proporcione empleos y encadena-
mientos productivos locales, que permita la 
dignificación del minero de la MAPE y de la 
actividad minera. Esto, implica diseñar y ade-
cuar medidas como la creación del RUCOM, 
para contrarrestar el ingreso de minerales 
provenientes de la minería criminal a los mer-
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cados locales, nacionales y globales, así como 
para evitar que las actividades mineras legales 
se traslapen con las ilegales. 

Por otra parte, para realizar la diferenciación 
entre los distintos tipos de minería que pue-
den desarrollarse en un territorio, es necesario 
atender a criterios de diferenciación regional 
y no solo técnicos (como volumen de la canti-
dad de mineral o metal extraída y los medios 
para realizar la extracción). De esta manera, 
se posibilita la diversificación del accionar es-
tatal para contrarrestar la minería ilegal y sus 
efectos sobre la población, así como generar 
incentivos para la formalización, que, lejos de 
ser la única solución o la más idónea al proble-
ma de la ilegalidad en la explotación minera, 
configura una parte de la estrategia que per-
mitirá al Estado, retomar el control territo-
rial. Esto, se refleja en las cifras que han evi-
denciado que dicha estrategia ha contribuido 
y facilitado a muchos mineros de la MAPE 
operar bajo el amparo estatal. Al mismo tiem-
po, implica repensar las estrategias focalizadas 

en conceder títulos mineros al sector informal 
de la MAPE, a pesar de que algunos progra-
mas lograron formalizar un porcentaje del 
sector, hay una proliferación de los acuerdos 
laborales informales e inequitativos con mi-
neros artesanales que no pudieron costear el 
proceso de licenciamiento o cumplir todos 
los requisitos exigidos por la ley.

Por último, debe existir una interiorización 
sobre los principios que deben orientar las 
formas para combatir la minería ilegal, esto 
es, garantizando condiciones de bienestar, 
de equidad y bajo el entendimiento de la im-
portancia de los derechos humanos como un 
asunto que concierte a todos. En ese sentido, 
las respuestas van más allá de la legalidad, im-
plican un diálogo directo y permanente con 
la población minera para determinar acciones 
que tengan en cuenta sus perspectivas, con-
textos y vocaciones. 
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